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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	07-000181-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Eugenia Quesada Montero
	08-01-07
	FORMALIZACION DE CONTRATOS POR PARTE DE PRESIDENTE DE LA COMISION DE FESTEJOS POPULARES.

-Artículo 1 del Manual de Operaciones para las Comisiones de Festejos Populares. Emitido por la Contraloría General de la República y publicado en La Gaceta No. 157 del 16 de agosto del 2006.

En la norma impugna se establece entre las facultades y atribuciones del Presidente de la Comisión de Festejos Populares, suscribir por parte de la Comisión contratos.



	07-000207-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jonatán Canales Hernández
	08-01-07
	EXCLUSION DE TRABAJADORES AGRICOLAS DE LA SEGURIDAD SOCIAL DURANTE DETERMINADO PERIODO.

-Omisión administrativa de la Caja Costarricense de Seguro Social y del Estado de dar cumplimiento a lo prescrito en las leyes 27837 y 2738 del 12 de mayo de 1961, que reformó los artículos 73 y 177 constitucional y agregó un transitorio a ese último artículo de la Carta Fundamental, normas constitucionales que garantizan la universalización y obligatoriedad de cotización de los seguros sociales, a favor de todos los trabajadores.

Peones agrícolas no eran sujetos de aseguramiento obligatorio, según informe de inspección de la CCSS No. 1233-02498-2006-I. Por esa razón, ahora no le reconocen la pensión.



	07-000267-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Eugenia Quesada Montero
	09-01-07
	RECHAZO DE GASTOS DE COMISION DE FESTEJOS POPULARES.

-Artículo 3 de la Ley 4286 del 17 de diciembre de 1968, reformada mediante Ley No. 8494.

Permite al Consejo Municipal rechazar gastos en que incurrió la Comisión de Festejos Populares, por considerarlos ajenos a esas festividades. Se alega falta al debido proceso.



	07-000424-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jonatán Canales Hernández
	12-01-07
	JURISPRUDENCIA SOBRE DESPIDO DE SERVIDORES PUBLICOS. PRESUNCION DE LEGITIMIDAD DE LA PRUEBA.

-Jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia que considera que en aquellos procesos laborales que conocen el despido sin responsabilidad patronal de los servidores públicos, existe una presunción de legitimidad sobre la prueba evacuada en el procedimiento administrativo previo y es contrario a principios básicos del derecho, volver a realizar la recepción de la prueba testimonial, evacuada en dicho procedimiento; invirtiéndose de esa manera la carga de la prueba correspondiéndole en el proceso judicial al trabajador demostrar su inocencia y no al Estado, la existencia que amerite el despido. Se señalan las sentencias 285-98, 322-99 y 557-03.



	07-000436-0007-CO

Consulta Legislativa


	Francisco Antonio Pacheco Fernández.

Presidente Asam-blea Legislativa.


	12-01-07
	ACUERDO DE COOPERACION FINANCIERA ENTRE C.R. Y BANCO EUROPEO.

Aprobación del Acuerdo de Cooperación Financiera entre la República de Costa Rica y el Banco Europeo de Inversiones. Expediente Legislativo. No. 15538



	07-000425-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Javier Gerardo Brenes Ortíz
	15-01-07
	SE PROHIBEN DOS ACTIVIDADES REMUNERADAS POR EL ESTADO PARA DIRECTORES MEDICOS.

-Artículo 27 y el transitorio VI del Decreto Ejecutivo No. 32333. Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública.

La norma se impugna en tanto limita a los Directores y Subdirectores Médicos servir en dos cargos en instituciones autónomas, estatales o semi autónomas, aún cuando no exista superposición de horarios. Considera el recurrente que es inconstitucional, entre otros aspectos, porque supera los límites de la ley.



	07-000431-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Sergio Chamorro Monge
	15-01-06
	SIEMBRA DE ÁRBOLES CERCA DE VECINOS.

-Artículo 403 del Código Civil.

La norma señala que “nadie puede plantar árboles cerca de la heredad ajena, sino a distancia de cinco metros de la línea divisoria, si la plantación se hace de árboles grandes, y de dos metros, si la plantación es de arbustos o de árboles pequeños”. Alega el recurrente que en lotes pequeños, no pueden sembrar árboles, violando con ello el derecho al ambiente.



	07-000533-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Johnny Obando Bermúdez
	16-01-07
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA SOBRE REGLAS DEL CONCURSO MATERIAL.

-Jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, que en interpretación y aplicación del artículo 76 del Código Penal, ha dispuesto que las diversas condenas de cada delito bajo las reglas del concurso material, no deben ser tratadas independientemente sino que siempre se deben sumar para obtener un total, a cada delito si ello beneficia al reo, impidiendo como consecuencia que se le otorgue el beneficio de ejecución condicional en aquel o aquellos delitos cuya pena no superó los tres años de prisión en cada uno.



	07-000572-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Olman Alvarado Cervantes
	17-01-07
	PANI NO INTERVIENE COMO CORRESPONDE EN LOS PROCESOS DE FAMILIA.

-Artículo 5 del Código de Familia.

-Artículo 4 inciso k) de la Ley Orgánica del Patronato Nacional de la Infancia.

La no intervención del PANI en los procesos donde hay menores involucrados es discriminatoria y por ende el proceso debe ser nulo. No obstante, las autoridades judiciales lo justifican en que no señaló lugar para notificaciones.



	07-000598-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edwin Daniel Leiva Jara
	17-01-07
	APLICACIÓN DE REGLAMENTO DEROGADO EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.

-Reglamento Autónomo de Procedimientos Administrativos del Instituto de Desarrollo Agrario. Publicado en La Gaceta No. 238 del 15-12-1995.

Se sigue un procedimiento administrativo contra a una funcionaria del IDA, por la ocupación de una casa de habitación ubicada en un parcela en La Victoria de Sarapiquí. Señala que el reglamento impugnado crea tribunales especiales y está siendo aplicado, a pesar de que está tácitamente derogado.



	07-000647-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado de Familia de Heredia
	17-01-07
	EFECTOS DE COSA JUZGADA MATERIAL EN PROCESOS DE FILIACION.

-Artículo 98  bis inciso m) del Código de Familia

La norma señala que “La sentencia será apelable dentro del tercer día y, en su caso, la sentencia de segunda instancia admitirá el recurso de casación previsto para la materia de familia. Lo resuelto en firme en los procesos que se discuta la filiación, produce los efectos de la cosa juzgada material.



	07-000690-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Tomás Artiñano Ferris

La Bilbaína SA
	19-01-07
	COBRO DE PLANILLAS POR PARTE DE LA CCSS CON BASE EN UNA CERTIFICACION.

-Artículo 53 párrafo segundo de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social.

Cobro de planitas de la CCSS originada en una certificación emitida por el Jefe de Contabilidad de la CCSS.



	07-000813-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Alberto Rojas Cambronero
	23-01-07
	DEMOLICION DE CONSTRUCCIONES EN ZONA MARITIMO TERRESTRE.

-Artículo 13 de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre.

-Artículo 22 del Reglamento a la Ley de la Zona Marítimo Terrestre.

Se faculta a las Municipalidades a la destrucción de construcciones, sin necesidad de un “debido proceso” a no ser que ella lo estime necesario, y además, sin responsabilidad alguna.



	07-000828-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Franklin Villarreal Guzmán
	23-01-07
	REQUISITOS PARA PENSION POR INVALIDEZ

- Artículo 6 incisos a y b del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte y sus reformas. Enero 1999, .

- Reforma del artículo 31 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, en la sesión número 7284 de Junta Directiva de la CCSS del 03 de diciembre de 1998.

No le aprueban pensión por invalidez, aduciendo que no alcanza el porcentaje de pérdida de capacidad reglamentaria y que sus padecimientos son susceptibles de tratamiento médico. También se exige el cumplimiento de 180 cuotas.



	07-000834-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oscar López Arias

Partido Accesibilidad sin Exclusión (PASE)


	23-01-07
	TRAMITACION DE TLC

- Se impugnan diferentes infracciones que se han cometido contra la Constitución durante la suscripción del Tratado de Libre Comercio entre la República Dominicana, Centroamérica y los Estados Unidos de América.

-Acuerdos tomados por el Presidente de la Asamblea Legislativa.



	07-000845-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Ortega Lizano

Foro Inmoviliaria SA
	23-01-07
	SE IMPUGNA LA APLICACIÓN DE NORMAS DE NOTIFICACION A TODAS LAS PARTES EN EL PROCESO CIVIL.

- Aplicación errónea  o derogatoria generalizada que han hecho los Tribunales Civiles de los artículos 653, 173 y 180 del Código Procesal Civil y 2.1 y 6 de la Ley de Notificaciones, Citaciones y otras Comunicaciones Judiciales.

Alega violaciones en proceso civil. No atendieron gestiones planteadas en proceso hipotecario.



	07-000843-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alba Iris Ortiz Recio y otro.

Metalco SA y otros
	23-01-07
	IMPUESTOS MUNICIPALES DE TIBAS

-Ley de Patentes número 8523 del 30 de junio del 2006 de la Municipalidad de Tibás.

La norma se impugna porque aumenta el impuesto de patente en forma considerable. Considera que es confiscatorio.



	07-000899-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Erasmo Fernández Sandí
	24-01-07
	TOPE DE ANUALIDADES

-Artículo 5 de la Ley de Salarios de la Administración Pública. No. 2166.

Se establece un tope máximo de 30 aumentos anuales a los servidores públicos.



	07-000911-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	William Araya Fonseca
	24-01-07
	VOTACION SECRETA Y ADHESION EN EL PROCESO PENAL.

-Artículos 363 y 360 del Código Procesal Penal.

La norma se impugna en tanto se admite la votación secreta y el que en un Tribunal Colegiado un juez puede adherirse a las consideraciones y conclusiones de quien votó primero.



	07-000996-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Víctor Emilio Granados Calvo
	25-01-07
	PROYECTO DE TLC

- Proyecto de Ley tramitado bajo el expediente legislativo No. 16047.

-Contra actuaciones de la Comisión Permanente de Asuntos Internacionales y Comercio Exterior de la Asamblea Legislativa.



	07-1190-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Fischer Aragón
	30-01-07
	PLAZO DE ANOTACIONES EN EL REGISTRO NACIONAL DE NOTARIOS.

-Artículos 22 y 24 inciso c) ambos del Código Notarial

-Directriz NO. 03-2001 de las 14:30 horas del 02 de mayo del 2001. Reglamento del Resgistro Nacional de Notarios.

-Artículos 140, 148, 4 inciso c y 147 del Código Notarial.

Sanción impuesta a notario tiene más de 15 años de estar anotada en el Registro Nacional de Notarios.



	07-1188-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Luis Guevara Cabalceta
	30-01-07
	RECONOCIMIENTO DE PERSONAS

-Artículo 227 del Código Procesal Penal.

Obligación de someterse a un reconocimiento, considera que es contrario a lo dispuesto en el artículo 36 de la Constitución Política, que señala que nadie está obligado a declarar contra si mismo.



	07-1189-0007-CO

Consulta Legislativa


	Elizabeth Fonseca Corrales y otros.
	31-01-07
	REFORMA AL REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA

-Reforma parcial al artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Expediente número 16521



	07-1191-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oscar López Arias
	31-01-07
	TRAMITE DEL EXPEDIENTE DE REFORMA AL REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA.

-Se impugna la violación al trámite sustancial del expediente legislativo número 16521. Reforma parcial al artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa.



	07-1244-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edgar Muñoz Montenegro

Central Hidroeléctrica Vara Blanca


	31-01-07
	DISCRIMINACION EN CONCESIONES DE AGUAS DE DOMINIO PUBLICO

-Artículos 1, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13 y el transitorio único de la Ley de Participación de las Cooperativas de Electrificación Rural y de las Empresas de Servicios Públicos Municipales. No. 8345 del 26-02-2003. Publicada en La Gaceta No. 59 del 25-03-2003.

Se excluye a las empresas particulares de la posibilidad de obtener concesión para obtener la explotación de las fuerzas de aguas de dominio público, dándolo solamente a las asociaciones cooperativas de electrificación rural, consorcios formadas por estas y a las empresas de servicios públicos municipales.




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE Y VOTO


	FECHA DE VOTACION
	PARTE DISPOSITIVA

	03-11342-0007-CO

Voto 2007-00055
	10-01-07
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo y otros contra el artículo 26 incisos ch y d del Reglamento de adjudicación de becas y otros beneficios de la Universidad de Costa Rica y otro. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR esta acción. En consecuencia, se declara la inconstitucionalidad de las expresiones: "o pensionado", "o la constancia de pensión" y "o está pensionado" contenidas en el inciso ch), así como la totalidad del inciso d), todos del artículo 26 del Reglamento de Adjudicación de Becas y otros Beneficios a los Estudiantes, emitido por el Consejo Universitario de la Universidad de Costa Rica en sesión número 3434 de dieciséis de diciembre de mil novecientos ochenta y siete, publicado en el Alcance a la Gaceta Universitaria número 07-87, de dieciocho de diciembre de mil novecientos ochenta y siete. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a la Universidad de Costa Rica. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.

La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto en lo relativo al artículo 51 de la Convención Colectiva de la Universidad de Costa Rica y rechazan de plano la acción en cuanto a este extremo, pero dan razones separadas.-



	06-12941-0007-CO

Voto 2007-00071


	10-01-07
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Corporación Arrocera Costa Rica S.A. y otro contra el Reglamento para el Enriquecimiento del Arroz, Decreto Ejecutivo No. 33124-S que modifica el Decreto Ejecutivo No. 30031-S. Se rechaza por el fondo la acción.-



	06-11327-0007-CO

Voto 2007-00072


	10-01-07
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cámara Costarricense de la Construcción y otro contra la resolución de la Dirección Nacional de Notariado 838-2006 de las 10:30 horas del 18 de julio de 2006 y el numeral 8 del Decreto Ejecutivo No. 32493 de 9 de marzo de 2005, así como los artículos 14 y 23 de los “Lineamientos Generales para la Prestación y Control del Ejercicio y Servicio Notarial” emitido por la Dirección Nacional de Notariado, publicado en el Boletín Judicial No. 140 de 20 de julio de 2005. Se rechaza de plano la acción.-



	06-14609-0007-CO

Voto 2007-00073
	10-01-07
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. William Miranda Coto contra la Jurisprudencia sobre invasión de zonas protegidas. Se rechaza de plano el recurso. La Magistrada Calzada pone nota.-



	06-14538-0007-CO

Voto 2007-00074
	10-01-07
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José María Rojas Camacho contra el artículo 69 de la Ley del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional y su reglamento. Se rechaza de plano la acción.-



	06-13871-0007-CO

Voto 2007-00075
	10-01-07
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Angie Andrea Arce Acuña contra la Jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia relativa al artículo 7 de la Ley de Imprenta. Se rechaza de plano la acción.-



	06-13373-0007-CO

Voto 2007-00076
	10-01-07
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fabio Evencio Rodríguez Bastos contra el artículo 12 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho. Se rechaza de plano la acción.-


	06-08032-0007-CO

Voto 2007-00077


	10-01-07
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Johnny Ramírez Cordero apoderado de Equipos Nieto S.A. contra el artículo 53 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Se rechaza de plano la acción.-



	06-14351-0007-CO

Voto 2007-00442


	17-01-07
	A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Estefanía Brenes Alfaro en contra de la frase final del párrafo segundo del artículo 4 del Código Notarial. Se rechaza de plano la acción.-


	06-14671-0007-CO

Voto 2007-00443
	17-01-07
	A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Dinarte Zúñiga en contra del artículo 74 del Código Municipal. Se rechaza de plano la acción. Comuníquese al Colegio de Abogados para lo de su cargo.-



	06-12422-0007-CO

Voto 2007-00444


	17-01-07
	A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Oldemar Luna Tablada en contra del artículo 665 del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	06-11718-0007-CO

Voto 2007-00445
	17-01-07
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Alberto Ramírez Aguilar en contra del artículo 46 del Plan Regulador de Escazú. Se rechaza de plano la acción.-



	05-14174-0007-CO

Voto 2007-00446
	17-01-07
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Oscar Vinicio Zamora Mora en contra de los Requisitos a Extranjeros para Adoptar: Artículos 35 y 39 incisos a), d) y e) del Reglamento para los Procesos de Adopciones Nacionales e Internacionales del Patronato Nacional de la Infancia, publicado en La Gaceta número 27 del 09-02-2004. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad.-



	03-04226-0007-CO

Voto 2007-00447
	17-01-07
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Francisco Calderón Vega en contra de los artículos 55 y 127 del Código de Minería. Se rechaza de plano la acción.-



	03-12712-0007-CO

Voto 2007-00448
	17-01-07
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo y otros en contra del Fondo de Garantías y Ahorro de los Empleados del Instituto Costarricense de Electricidad, creado por el artículo número 17 de la Ley número 449. Se rechaza de plano la acción.-



	03-11203-0007-CO

Voto 2007-00449
	17-01-07
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rocío Pereira Esteban y otro en contra del artículo 5 de la Ley número 7673 y artículo 138 de la Convención Colectiva de la Universidad Nacional. Por mayoría se declara parcialmente con lugar la acción en cuanto a la impugnación de la Ley número 7673. En consecuencia, se anula del inciso a) del artículo 5 de la Ley número 7673 del 3 de junio de 1997, la frase: “, nombrados por el Sindicado de Trabajadores de la Universidad Nacional”. Los Magistrados Mora, Solano y Armijo salvan el voto en cuanto a este punto y declaran sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Por mayoría y por razones diferentes se desestima la acción en cuanto al inciso b) del artículo 138 de la Convención Colectiva de la Universidad Nacional. Los Magistrados Solano y Mora declaran sin lugar la acción en este extremo. Los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta la rechazan de plano. Los Magistrados Vargas y Cruz declaran con lugar la acción en cuanto a este punto con sus consecuencias. Comuníquese este pronunciamiento a la Universidad Nacional. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-


	01-08113-0007-CO

Voto 2007-00455
	17-01-07
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Oscar Echeverría H., como Apoderado Generalísimo de Bananera Chánguina Sociedad Anónima, y otros, en contra de los Decretos Ejecutivos números 29.507 MAG-H de 10 de mayo de 2001 y 29.594 MAG-H de 31 de mayo de 2001. Se rechaza de plano la acción.-

La Magistrada Calzada y el Magistrado Vargas salvan el voto y declaran con lugar la acción.-



	05-08515-0007-CO

Voto 2007-00456
	17-01-07
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Walter Coto Molina y Javier Víquez Alfaro en contra de los artículos 5, párrafos segundo y tercero, 27 inciso b), d), e), f), g) y párrafo final, 46, 48 inciso b), 49, 50, 54, 55 y 65, todos del Código Electoral, Ley 1536 del 10 de diciembre de 1952 y sus reformas. Se declara sin lugar la acción.-

El Magistrado Cruz Castro consigna nota.-



	06-14606-0007-CO

Voto 2007-00457
	17-01-07
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. Yolanda Salas Zamora en contra de los artículos 46 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social, 30 y 34 del Reglamento de Seguro de Salud y el numeral 80 del Código de Trabajo. Se deniega el trámite a esta acción.-



	06-14959-0007-CO

Voto 2007-00458


	17-01-07
	A las quince horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Anabelle Artavia Montero en contra del artículo 31 de la Convención Colectiva de la Municipalidad de Tibás. Se deniega el trámite a esta acción.-



	06-014586-0007-CO

Voto 2007-000824
	24-01-07
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jeannette Cortés García contra la jurisprudencia de los Tribunales Superiores Civiles que determina que el artículo 202, inciso 2), del Código Procesal Civil sólo se aplica hasta que el asunto esté listo para el dictado de la sentencia. Se rechaza de plano la acción.-  



	06-013370-0007-CO.

Voto 2007-000825.
	24-01-07
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Tricia Araya Anderson contra los artículos 496, 497, 498, 499, 500, 501, 502, 503, 504, 505, 506, 507 y 508 del Código de Educación. Se rechaza de plano la acción.- 



	06-012451-0007-CO

Voto 2007-000826


	24-01-07
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Antonio Muñoz Corea contra el artículo único de la Ley número 3416 del 3 de octubre de 1964. Se rechaza de plano la acción.- 



	06-010159-0007-CO

Voto 2007-000827
	24-01-07
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Luis Villalobos Corrales contra los artículos 165 y 166 de la Ley número 7600. Se rechaza de plano la acción.- 



	06-012583-0007-CO

Voto 2007-000828
	24-01-07
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Giuseppe Pileggi contra los artículos 2 inciso 3) y 3 del Tratado de Extradición entre el Gobierno de Costa Rica y los Estados Unidos de América y el artículo 9 inciso g) de la Ley de Extradición. Se rechaza de plano la acción.-



	06-011672-0007-CO

Voto 2007-000829
	24-01-07
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. PRODISPAN DE OCCIDENTE Sociedad Anónima, en contra del cierre de negocio por deuda con la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.- 



	06-014937-0007-CO

Voto 2007-000830


	24-01-07
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Randall Trejos Alvarado contra el artículo 34 párrafo segundo del Reglamento de Carrera Docente, Decreto Ejecutivo número 2235 del 14/02/72 reformado por el Decreto Ejecutivo número 5288-P del 29/09/75. Se rechaza por el fondo la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Vargas y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar la acción.-



	03-009259-0007-CO

Voto 2007-000831
	24-01-07
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Enrique Romero Pérez contra los artículos 7.1, 7.2, 8.b y 8.c de la Ley General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicas número 7762; y los artículos 85.1.2, 85.3, 85.4, 85.5, 85.5.5, 86.1.2 y 86.1.3 del Reglamento General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicos, Decreto Ejecutivo número 27098-MOPT, del doce de junio de mil novecientos noventa y ocho. Se declara sin lugar la acción. Notifíquese. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso.-



	02-007841-0007-CO

Voto 2007-000832
	24-01-07
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Erick Miranda Montero contra el artículo 9 inciso a) del Decreto número 17757-87 del Reglamento a la Ley de Licores. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. La Magistrada Calzada y el Magistrado Vargas salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias.-



	06-15244-0007-CO

Voto 2007-01132
	30-01-07
	A las quince horas con nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ileana Retana Leitón en contra del Reglamento del Plan Regulador para el Cantón de Moravia, artículo 12. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Vargas salva el voto y ordena dar curso a la acción.-


	06-15267-0007-CO

Voto 2007-01133
	30-01-07
	A las quince horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rebeca Ramírez Hernández en contra del artículo 148 del Código de Trabajo reformado por el artículo 1 de la Ley número 8442 del 19 de abril del 2005. Se rechaza de plano la acción.-



	06-11593-0007-CO

Voto 2007-01134
	30-01-07
	A las quince horas con once minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Julio Alberto Bustos Valderrama en contra del inciso a) del artículo 10 del Capítulo III de las Reglas Prácticas para orientar el ejercicio de la acción disciplinaria y el funcionamiento del Tribunal de la Inspección Judicial. Se rechaza de plano la acción.-



	06-06725-0007-CO

Voto 2007-01135
	30-01-07
	A las quince horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Álvaro Aguilar González en su condición de Presidente de CRECEX en contra de los artículos 17 y 18 del Decreto Ejecutivo número 32.425-S. Se rechaza de plano respecto de la impugnación del artículo 17 del Reglamento para Notificación, Registro, Clasificación, Importación y Control de Equipo y Material Biomédico, Decreto Ejecutivo número 32.425-S; y se rechaza por el fondo en relación con la impugnación del artículo 18 del mismo cuerpo reglamentario.-



	04-02152-0007-CO

Voto 2007-01144
	30-01-07
	A las quince horas con veintiún minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo en contra del artículo 17 inciso f), 19, 125, 126 y 135 de la IV Convención Colectiva de Trabajo de la Universidad Nacional. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se declara la inconstitucionalidad de la expresión o un ex trabajador pensionado, contenida en el artículo 125; la expresión, "su cónyuge, su compañero o compañera, e hijos, así como sus dependientes”, contenida en el artículo 126; y la frase, “sus cónyuges y sus hijos” contenida en el artículo 135, todos de la Convención Colectiva de Trabajo de la Universidad Nacional. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, según se describe en el considerando final de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a la Universidad Nacional. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción.-

El Magistrado Jinesta da razones separadas.-



	04-00529-0007-CO

Voto 2007-01145
	30-01-07
	A las quince horas con veintidós minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo y otros en contra de los artículos 14, 21 párrafo 5°, 28, 38, 45, 46, 47, 48, 49, y por conexidad, el 81, todos ellos de la Convención Colectiva de Trabajo del Banco Nacional de Costa Rica. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anulan de la Convención Colectiva del Banco Nacional de Costa Rica la totalidad del artículo 49; del párrafo quinto del artículo 21 la frase “o triple”; el párrafo sexto de ese artículo 21 que señala: “Al trabajador que labore en días feriados de pago obligatorio señalados en el artículo 148 del Código de Trabajo, se le pagará tiempo triple.”; y la frase del artículo 38 que señala: “Los empleados que laboren los días feriados que contempla el párrafo primero del artículo 148 del Código de Trabajo, recibirán una triple remuneración; con excepción del 2 de agosto y 12 octubre cuya remuneración será doble”. El artículo 14 de dicha Convención Colectiva se interpreta conforme al Derecho de la Constitución en el sentido que para no afectar el servicio público se deben aplicar las reglas previstas para los delegados de SEBANA en cuanto a la autorización de una sola persona por oficina. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Banco Nacional de Costa Rica. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción.-

El Magistrado Jinesta da razones separadas.-




	04-00777-0007-CO

Voto 2007-01432
	31-01-07
	A las diecinueve horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo en contra de los artículos 21, 26 incisos a), b), c) y d), 31, 66 y 79 de la Convención Colectiva del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. No ha lugar a la gestión formulada.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	EXPEDIENTE
	PARTES Y BOLETIN
	TEMA


	06-014560-0007-CO

	Silvie Boruvkova (de único apellido en razón de su nacionalidad checa), para que se declaren inconstitucionales los artículos 7 de la Ley de Servicio de Cabotaje de la República, número 2220 del 20 de junio de 1958; y 11 de su reglamento, decreto ejecutivo número 66 del 4 de noviembre de 1960.

Resolución de las 11:30 del 19-12-06

Boletines Judiciales No. 7, 8 y 9 del 10, 11 y 12 de enero respectivamente.
	DISCRIMINACION POR NACIONALIDAD PARA RUTA DE CABOTAJE.

Las normas se impugnan en cuanto, en criterio de la accionante, la restricción impuesta en las normas impugnadas al otorgamiento de licencias para la explotación de rutas de cabotaje, en función de la nacionalidad del solicitante, constituyen una discriminación irrazonable en perjuicio de los extranjeros. Considera que dichas exclusiones carecen de todo propósito o finalidad razonable desde la perspectiva de la ideología constitucional costarricense, rayando en lo xenofóbico y conculcatorio de la libertad empresarial.



	06-015285-0007-CO


	Emilio Arana Puente apoderado especial judicial de Lihui Li de la empresa Tecnología Siglo Mágico contra el artículo 2° del "Reglamento de Instalación de Juegos, Espectáculos Públicos y Permanencia de menores en establecimientos donde se expende licor", N° 40 emitido por la Municipalidad de Goicoechea el nueve de noviembre del dos mil cinco.

Resolución de las 14:20 horas del 10-01-07

Boletines Judiciales No. 22, 23 y 24 del 31 de enero, 01, 02 de febrero del año en curso respectivamente.

	INSTALACION DE MAQUINAS DE JUEGOS EN GOICOECHEA. 

La norma dispone: “Artículo 2º—Sólo se permite la instalación de juegos, en locales que cuenten con sala de juegos, conforme a la definición del artículo anterior.”  La norma se impugna en cuanto establece un restricción absoluta para el desarrollo de la actividad lucrativa de máquinas para juegos con destreza “pin ball”, sin fundamento legal, lo cual excede la potestad discrecional de la Administración.


	4. SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS



	04-004114-0007-CO

Voto Nº 2006-13333
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Carmen Berrocal Monge en su condición de Presidenta de la Asociación de Profesionales del Instituto Nacional de Aprendizaje, contra el Decreto Ejecutivo No. 31092-H y 31708-H, por los que se establece un límite presupuestario al INA.  Boletín Judicial No.6 del 9 de enero del 2007.

	04-003934-0007-CO

Voto N° 2006-14423
	Acción de Inconstitucionalidad presentada por Federico Malavassi Calvo y otros contra los artículos  11, 12, 13, 14, 20, 27, 28 y Transitorio II, todos de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Protección Social de San José, de veinticinco de septiembre de dos mil dos.   Boletín Judicial No. 12 del 17 de enero del 2007.-

	02-010070-0007-CO
Voto N° 2006-08499
	Acción de Inconstitucionalidad, corrección de error material del voto N° 7965 del 31 de mayo del 2006.   Boletín Judicial No.13 del 18 de enero del 2007.

	02-010070-0007-CO
Voto N° 2006-07965
	Acción de Inconstitucionalidad,  promovida por Enrique Rojas Franco y otros, contra el artículo 21 del Código Notarial, Ley N° 7764 del 17 de abril de 1998.  Boletín Judicial No. 13 del 18 de enero del 2007.

	06-011265-0007-CO

Voto N° 2006-15492
	Acción de Inconstitucionalidad, promovida por Marvin Carmona Castro y otros contra el artículo 15, inciso c) de la Ley de Patentes de la Municipalidad de Tibás N°8523.   Boletín Judicial No. 20 del 29 de enero del 2007

	06-007129-0007-CO
Voto N° 2006-016277
	Acción de Inconstitucionalidad, interpuesta por Andrés Ignacio Pozuelo Arce, contra la Resolución General N°24/95, emitida por la Dirección General de Tributación Directa.  Boletín Judicial No. 20 del 29 de enero del 2007
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AMBIENTE 

1393-07. CONTAMINACIÓN DE MANTO ACUIFERO EN OCHOMOGO. Afirma el recurrente que varios vecinos han presentado ante Area Rectora de Salud, denuncias para que se investigue la situación que se está presentando respecto a la contaminación del manto acuífero y quebrada Lavatripas, donde una empresa que se dedica a la limpiez de tanques sépticos, descarga en la quebrada el Fierro gran cantidad de lodos sanitarios, sin tener ningún tipo de control por parte del Ministerio de Salud, a pesar de que estos lodos se descargan directamente a la quebrada Lavatripas contaminándola, al igual que se contamina el área en donde se encuentran estas lagunas, con graves consecuencias para el manto acuífero, toda vez que esa zona es muy quebrada y de recarga acuífera. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por haberse permitido el funcionamiento del sistema de tratamiento para lodos de tanques sépticos sin los permisos y estudios de ley. Con base en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte al Director a. í. del Área Rectora de Salud de Cartago, que deberá abstenerse, en el futuro, de incurrir nuevamente en omisiones similares a las que dieron lugar a esta estimatoria. En lo demás, se declara sin lugar el amparo. CL Parcial
000980-07. PROBLEMAS DE AGUAS NEGRAS EN RESIDENCIAL DE SANTO DOMINGO DE HEREDIA. Señalan los recurrentes que interpusieron una denuncia por la descarga de aguas negras y pluviales provenientes de un residencial vecino; sin embargo, ni la Municipalidad de Santo Domingo de Heredia ni el Ministerio de Salud han realizado actuaciones tendentes a dar solución a los hechos denunciados, por el contrario, solo han procedido a trasladar la denuncia de una dependencia a otra. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Concejo Municipal y a la Alcaldesa de la Municipalidad de Santo Domingo de Heredia, adoptar las medidas que sean necesarias para que en el plazo máximo de tres meses, contados desde la notificación de esta resolución, se le de una solución definitiva al problema denunciado por los recurrentes en cuanto al vertido de aguas, debiendo coordinar con el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados de ser necesario. Asimismo se ordena al Ministro de Salud vigilar el desarrollo de los planes que dicha Municipalidad establezca para dicho fin. Se le ordena a la Contraloría General de la República, no aprobar presupuestos o modificaciones a éstos durante el próximo ejercicio presupuestario provenientes de la Municipalidad de Santo Domingo de Heredia si no incluye las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. CL
000999-07. PROBLEMAS DE SALUD EN URBANIZACION DE SAN FRANCISCO DE DOS RIOS.  Alegan los recurrentes que viven en la Urbanización Coopeguaria, ubicada en San Francisco de Dos Ríos y que hace aproximadamente un año alertaron al Ministerio de Salud sobre la presencia de ratas de gran tamaño circulando en toda la Alameda, ya que los roedores ponían en grave peligro a sus familias. El Ministerio de Salud determinó que efectivamente estaban en peligro, por lo que se ordenó a la Municipalidad pavimentar la alameda donde habitan; no obstante, hasta ahora las autoridades no han arreglado el problema.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra Salud, velar por que se ejecute la orden sanitaria #ARSSM-UPAH-003-07 del 17 de enero de 2007. Asimismo, se ordena al Alcalde Municipal de San José, dar cabal cumplimiento a la orden referida, solucionando el problema de proliferación de ratas en la alameda de la Urbanización Coopeguaria de San Francisco de Dos Ríos, dentro del plazo estipulado en la orden sanitaria dicha. CL 

000654-07. QUEJA POR UBICACIÓN DE PARADAS DE BUSES DE CARTAGO. Señalan las recurrentes que el Consejo de Transporte Público, hace casi cinco años, tomo la decisión de instalar frente a sus viviendas, múltiples paradas de autobuses en Cartago. Consideran que debió haberse tomado el parecer de los vecinos puesto que con el pasar del tiempo se han originado problemas de delincuencia, contaminación sónica, ambiental, basura, presencia de travestis, un detrimento de la salud de los vecinos y una baja en la plusvalía de sus propiedades. Sobre el tema planteado se citan las sentencias: 6941-99, 4969-96, 1679-97. SL 

000743-07. PROBLEMAS DE ALCANTARILLAS. Alegan los recurrentes que tienen casi cuatro años de estar soportando graves inundaciones debido al bloqueo de una alcantarilla construida con ocasión de la carretera que pasa frente a su casa, ubicada en Cóbano de Puntarenas, sin que las autoridades recurridas hagan nada para resolver en forma permanente el problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Obras Públicas y Transportes, y en su calidad de como Presidente del Consejo de Administración del Consejo Nacional de Vialidad, proceder inmediatamente a coordinar acciones a efectos de solucionar de forma definitiva el problema de alcantarillado de la carretera aledaña a la propiedad de los recurrentes, sea ordenando construir la infraestructura por parte de quien corresponda, para que ni esa propiedad, ni la propiedad de los amparados, o la del resto de vecinos se vea inundada a causa de la inexistencia del debido sistema de alcantarillado. CL
000694-07. PROBLEMAS CON TANQUE SEPTICO EN SUCURSAL DEL BNCR EN ACOSTA. Señala el recurrente que presentó como Secretario General del Sindicato de Empleados del Banco Nacional de Costa Rica, sucursal de Acosta, denuncia ante el Área Rectora de Salud de Acosta contra la sucursal del Banco indicado, debido a los graves problemas de rebalse del tanque séptico, el cual se encuentra exactamente en la puerta de entrada a dicha sucursal, causando olores insoportables para todas las personas que se encuentran en el área cercana al mismo, incluidos tanto clientes como empleados de la sucursal bancaria. Señala que la situación se había planteado anteriormente y lo que se logró solamente fue que el Banco sellara la tapa del tanque séptico y colocara una ventilación, sin que con ello se erradicara el problema. Agrega que las autoridades del banco, presionadas por el Área Rectora de Salud de Acosta solicitaron a la Directora de dicha área, "un plazo de 18 meses para poder contar con la solución definitiva al problema de aguas negras en nuestra Agencia ubicada en Acosta", el plazo venció, sin que se haya arreglado la situación. Se declara con lugar por violación a los artículos 21 y 50 de  la Constitución Política. Se ordena a la Ministra de Salud, que de inmediato  tome las medidas necesarias para que se solucione, definitivamente, el problema sanitario que afecta a los empleados de la Sucursal del Banco Nacional de Costa Rica en San Ignacio de Acosta y demás vecinos de la comunidad, incluso haciendo uso de las potestades que nuestro Ordenamiento Jurídico le otorga para constreñir al Gerente del Banco Nacional de Costa Rica, Sucursal de Acosta cumplir con las órdenes sanitarias en la forma y plazo que se les otorgue. Además, se le ordena a las autoridad indicada, así como al Gerente del Banco Nacional de Costa Rica, Sucursal de Acosta, que en el plazo de máximo de seis meses realice las obras que sean necesarias para darle solución definitiva al problema de aguas negras que denuncia el recurrente debiendo buscar una solución temporal dentro del plazo de un mes contado a partir de la comunicación de esta resolución. CL
00392-07. PROBLEMAS DE AGUAS NEGRAS EN RIO MARIA AGUILAR. Alegan los recurrentes reclaman que las autoridades recurridas, han violentado su derecho fundamental a un ambiente sano y equilibrado, porque no han reparado el puente canal ubicado sobre el río María Aguilar, que sufrió fuertes daños debido a  las crecidas del río, lo que provoca que las aguas negras circulen libremente por el río, causando contaminación ambiental y poniendo en riesgo la salud de los habitantes de la zona. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y a la Ministra de Salud,  que en el término improrrogable de seis meses contado a partir de la notificación de esta resolución, y dentro del ámbito de sus competencias, resuelvan definitivamente el problema denunciado a fin de que el puente canal de aguas negras que atraviesa transversalmente el río María Aguilar, ubicado en las cercanías de los barrios Hispano y San Marino de San Francisco de Dos Ríos, sea reparado y rehabilitado; y adoptar las medidas necesarias de control y vigilancia para evitar problemas de salud pública. En lo demás se declara sin lugar. CL Parcial 

COMERCIO
01135-07. REGULACION PARA LA IMPORTACION Y CONTROL DE EQUIPO MEDICO. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 17 y 18 del Decreto Ejecutivo número 32.425-S. La norma impugna regula la importación y comercialización de los equipos y materiales biomédicos. Se imponen por reglamento sanciones administrativas e inclusive de tipo penal. Con ello le atribuye potestades de imperio que sólo por ley se pueden conferir. Señala que el Ministerio de Salud delega funciones que le corresponden.  En cuanto al primer reclamo que se hace ante esta Sala, se estima que es inadmisible, por constituirse en un problema de mera legalidad lo relativo a la determinación de la potestad del Ministerio de Salud para verificar el control estatal en la regulación de la compra e importación de equipo biomédico, en tanto ello más bien atiende a la sujeción de la actuación de la Administración al principio de legalidad. Asimismo, se constata que la norma no delega potestades en otro Poder de la República ni a particulares –como afirma la accionante–, únicas opciones que sí podrían implicar un problema de constitucionalidad. Por otra parte, la reglamentación del control en la actividad de importación y venta de material y equipo biomédico está sustentada en la misma Ley General de Salud.  A este respecto, debe la accionante tener en cuenta que ningún derecho fundamental es irrestricto ni absoluto, y la libertad de comercio, como todos los demás, es susceptible de ser limitado en su ejercicio. Sobre el tema se citan las sentencias 0401-91, 0619-91, 1273-95, 2002-6515-2002 y 2003-2864. Por último, la posibilidad de que el Ministerio de Salud saque del mercado un producto que se tenga la certeza de que causa un daño a la salud pública, en modo alguno puede tenerse como una sanción, sino más bien, como lo indica la norma, como una medida precautoria o protectora. Se rechaza de plano respecto de la impugnación del artículo 17 del Reglamento para Notificación, Registro, Clasificación, Importación y Control de Equipo y Material Biomédico, Decreto Ejecutivo número 32.425-S; y se rechaza por el fondo en relación con la impugnación del artículo 18 del mismo cuerpo reglamentario. RP Y RF
000935-07. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO CONTRA EMPRESA PRIVADA. INFORMACION SOLICITADA POR MEIC. Señala el recurrente que se tramita un procedimiento administrativo ordinario contra los amparados por supuestas prácticas monopolísticas absolutas relativas a la manipulación de precios en el mercado de la cebolla.  Reclama que la Directora de la Unidad Técnica de Apoyo de la Comisión, ordenó a los amparados rendir declaraciones juradas sobre la determinación de la condición de agentes económicos de los amparados, de lo que podrían derivarse sanciones de naturaleza penal, por lo que considera violado el derecho reconocido en el artículo  36 constitucional y pide que los procedimientos vuelvan a su estado inicial, a efecto de que se proceda de conformidad con las normas y principios legales y constitucionales que rigen la materia. Sobre el tema planteado se cita la sentencia 13283-01. SL 
000832-07. DISTANCIA DE LOS ESTABLECIMIENTOS DE LICORES CON IGLESIAS, CENTROS EDUCATIVOS Y OTROS. REGLAMENTO Y LEY TIENEN DIFERENCIAS EN LAS DISTANCIAS. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 9 inciso a) del Decreto número 17757-87 del Reglamento a la Ley de Licores.La norma se impugna en cuanto estima irracional que el Poder Ejecutivo ejecute un reglamento ejecutivo cincuenta años más tarde de la emisión de la Ley de Licores. Específicamente en relación con la instalación de puestos de licores, aduce que el reglamento establece que debe haber una distancia de  cuatrocientos metros hacia adentro, del punto lineal de una iglesia, centro educativo, centro de salud y otros, lo que sobrepasa la distancia establecida vía ley, de ochenta y cuatro metros hacia  afuera de los puntos descritos con lo que  se impone una restricción distinta a la establecida legalmente y que se encuentra también en las propuestas de reforma que no fueron aceptadas por los legisladores en tres oportunidades distintas. Concluye que no puede establecerse restricción a una actividad regulada, con base en una disposición reglamentaria. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. La Magistrada Calzada y el Magistrado Vargas salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias. SL
00455-07. FONDO DE CONTINGENCIAS BANANERAS. Acción de Inconstitucionalidad contra de los Decretos Ejecutivos números 29.507 MAG-H de 10 de mayo de 2001 y 29.594 MAG-H de 31 de mayo de 2001. Los decretos se impugnan en cuanto a la creación del Fondo de Contingencias Bananeras, en donde se incluye dentro de los objetivos de tal Fondo el brindar apoyo financiero a las fincas propiedad de cooperativas que se encuentran entregadas en fideicomiso a una subsidiaria de la Corporación Bananera Nacional (CORBANA) o las fincas bananeras rematadas que se encuentren administradas por una subsidiaria de CORBANA, estableciendo que tales recursos no serán reembolsables al Fondo. Consideran que existe una clara desviación de poder ya que el Ejecutivo se ha excedido en deberes y atribuciones propias, cayendo en la arbitrariedad. Finalmente, reclaman que no se puso en conocimiento de las organizaciones representativas de intereses de carácter general o corporativo las modificaciones impugnadas, con el fin de ejercieran el  derecho de defensa. Se rechaza de plano la acción. La Magistrada Calzada y el Magistrado Vargas salvan el voto y declaran con lugar la acción. RP
00071-07. OBLIGACION DE FORTIFICAR ARROZ. Acción de Inconstitucionalidad contra el Reglamento para el Enriquecimiento del Arroz, Decreto Ejecutivo No. 33124-S que modifica el Decreto Ejecutivo No. 30031-S. La norma impugnada obliga a los industriales y comerciantes de arroz en Costa Rica a fortificar el arroz utilizado para el consumo humano. Sobre el tema se cita la sentencia número 17598-06, con base en la cual se rechaza por el fondo el recurso. RF
CONTRATOS O LICITACIONES
1370-07. SUSPENDEN PERMISO DE RUTA DE BUSES SIN DEBIDO PROCESO. Manifiesta el recurrente que es permisionario de la ruta 529, descrita como Filadelfia-Guinea-Bolsón y viceversa. No obstante, la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público dispuso -de forma sorpresiva, intempestiva, arbitraria y sin otorgar previa audiencia- tener por probado que la amparada había suspendido el servicio en la ruta 529, y acordó tener a Transportes La Pampa Ltda. como permisionaria de dicha ruta. Que como consecuencia, de forma tácita se le está suprimiendo a la amparada el permiso de operación y se le está sustituyendo como operadora del servicio. Se declara con lugar el recurso. Se anula el artículo número 6.1 de la sesión ordinaria 62-2006 del diecisiete de octubre del dos mil seis. CL
000939-07. FALTA DE NOTIFICACION DE ACUERDO DE AVIACION CIVIL SOBRE ALTERRA. Alega el recurrente que la Presidenta del Consejo Técnico de Aviación Civil le comunicó al Fiduciario del Fideicomiso del Aeropuerto Internacional Juan Santamaría, el acuerdo tomado por el Consejo  Técnico de Aviación Civil en su sesión 102-2006, celebrada el 22 de diciembre del 2006, sin que se lo haya comunicado a Alterra y afirma que no se les negó el acceso a la misma. SL
000831-07. LEY DE CONCESION DE OBRA PÚBLICA. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 7.1, 7.2, 8.b y 8.c de la Ley General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicas número 7762; y los artículos 85.1.2, 85.3, 85.4, 85.5, 85.5.5, 86.1.2 y 86.1.3 del Reglamento General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicos, Decreto Ejecutivo número 27098-MOPT, del doce de junio de mil novecientos noventa y ocho. Considera el recurrente que las normas son inconstitucionales en tanto le otorgan facultades al Consejo Nacional de Concesiones para concertar los convenios y contratos necesarios para cumplir con sus funciones, se confiere la facultad al Consejo para aprobar, rechazar o modificar el cartel de licitación de las concesiones, por delegarle la competencia al Consejo Nacional de Concesiones de adjudicar la concesión y suscribir el contrato, en nombre de la administración concedente, autoriza al Consejo Nacional de Concesiones realizar otros tipos de contratos y se establece el procedimiento de la contratación a cargo de este Consejo. Estima que lo anterior, resulta contrario a la facultad atribuida, de manera exclusiva, al Poder Ejecutivo en el artículo 140 incisos 10) y 19) de la Constitución Política. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso. SL
00333-07. ORDENAN A LA CCSS INSCRIBIR DE MEDICAMENTOS. Alega el recurrente que la CCSS adjudicó la licitación restringida Nº 2004-010 –para la adquisición de 4000 frascos de aminoácidos al 6% solución inyectable de uso pediátrico- a una empresa, pese a que el producto ofertado no se encuentra inscrito en el Registro Sanitario, y no existe certeza respecto a los riesgos que se pueden presentar con su uso. En este caso consta que el motivo de urgencia alegado no es justificación para obviar las formalidades del procedimiento concursal como ocurrió en la especie y, que más de dos años después que se adjudicó la licitación no ha sido inscrito el medicamento adjudicado en el Registro Sanitario y que en la Caja Costarricense de Seguro Social, existen dudas respecto si el producto en cuestión representa un peligro para la salud de los habitantes del país, lo que podrá concluirse certeramente satisfaciendo el procedimiento de inscripción de medicamentos llevado a cabo por el Ministerio de Salud, atendiendo al principio precautorio. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Ministra de Salud y al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, disponer la inscripción inmediata del medicamento denominado "aminoácidos al 6% solución inyectable" del Laboratorio Choogwae Pharma de Corea, previo cumplimiento de las formalidades dispuestas al efecto. El Magistrado Solano salva el voto y declara con lugar el recurso pura y simplemente, con sus consecuencias. CL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

00226-07. NO PERMITEN A MENOR DE EDAD HACER PRUEBAS DE NOVENO PORQUE NO HABIA APROBADO SETIMO AÑO. Señala la menor amparada que es estudiante del Colegio Nocturno de Liberia, siendo que curso en dicha institución sétimo, octavo y noveno año.  Indica que al presentar las pruebas nacionales de noveno año, quedó aplazada en las materias de Ciencias, Inglés y Cívica, luego de un estudio realizado a lo interno del Colegio recurrido, se determinó que no había aprobado la convocatoria de aplazados en Ciencias, por lo que le comunicaron que no podía realizar los exámenes de aplazados de las materias que no aprobó en las pruebas nacionales de Noveno año, en virtud de que no aprobó Ciencias en sétimo año y por error no se habían percatado de tal hecho, además, se le indicó que debía repetir sétimo año por cuanto se encuentra reprobada.  Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota las autoridades recurridas de lo dispuesto en el considerando IV de esta sentencia. SL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
000951-07. CCSS NIEGA INFORMACION DE PATRONOS MOROSOS. Alega el recurrente que la autoridad recurrida se niega a brindarle información sobre los patronos morosos y los números de expedientes judiciales para darles seguimiento. Lo que considera violenta su derecho a la información. En este caso se analiza el derecho a la información y los alcances del acceso a la información administrativa. Finalmente se determina que al accionante se le indicaron los motivos por los cuales no se le puede brindar toda la información por él solicitada y que se le ha facilitado la información que legalmente si le es suministrable. SL 

000726-07. ATENCION A PÚBLICO EN MIGRACION.  Señala el recurrente que se apersonó ante la Dirección General de Migración y Extranjería para solicitar el acceso a tres expedientes, siendo que le otorgaron tres citas para los días cuatro de enero, ocho de febrero y catorce de marzo de dos mil siete, plazo que considera irrazonable y desproporcional, además, que sólo acceso a tres expedientes se le dan. Sobre el acceso a la información pública se cita la sentencia 14563-05. Considera la Sala que la medida adoptada por la autoridad recurrida, constituye una limitación injustificada al derecho fundamental citado. Asimismo, consta que Migración ha tomado como medida el permitir diez trámites por abogado, lo que se considera un número razonable, a efecto de no saturar el servicio público; asimismo, la Administración Pública cuenta con las potestades necesarias para organizar a lo interno, la forma en como se realizarán los trámites que según la ley son de su competencia. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por lesión al artículo 30 de la Constitución Política. Se ordena al Director General de Migración y Extranjería, que facilite al amparado en forma inmediata a la comunicación de esta sentencia, el acceso a los expedientes administrativos que le interesan. Se deja sin efecto la instrucción girada por la Jefe Subproceso Plataforma de Servicios en el oficio GE-SPS-006-2006. En todo lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
DERECHO A LA SALUD

1120-07. CIRUGÍA.  Alega el recurrente que el veinticuatro de septiembre del 2004, se le diagnosticó la necesidad urgente de dos intervenciones quirúrgicas, en razón de la discapacidad que afecta su brazo izquierdo y desde entonces ha sido citado en cuatro diferentes oportunidades para ser intervenido, pero en tales ocasiones se ha suspendido la realización de la operación, pues se ha alegado falta de campo o que existen dos mil personas antes que él. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director General y de Jefe de Servicio de Ortopedia, por su orden, ambos del Hospital San Juan de Dios, que adopten las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes a fin de practicar al tutelado en forma inmediata la intervención quirúrgica que requiere en virtud de su lesión en el brazo izquierdo. 

01121-07. EXAMENES MEDICOS. Manifiesta el recurrente que debido a los padecimientos que sufre en un cuadrante abdominal izquierdo, que crece con gran celeridad y por ende le causa un dolor agudo casi permanente, después de muchos meses de sufrir este problema de salud, fue valorado por parte de un cirujano del centro hospitalario recurrido, quién ordenó que se le practicara un ultrasonido y los exámenes de laboratorio pertinentes. Que efectivamente después de varios meses de haberse emitido tales recomendaciones se le practicaron dichos exámenes. Que igualmente después de algunos meses se le trasladó a la cita con el cirujano, sin embargo, por no constar en su expediente médico los resultados de esos exámenes, se le pospuso la cita para la semana siguiente, en la cual, el citado galeno no encontró tampoco los resultados de los referidos exámenes, motivo por el cual, nuevamente se le reprogramó la cita para varios meses después. Que la falta de diligencia en cuanto a emitir y agregar a su expediente los resultados se los exámenes que ya se le practicaron, pone en riesgo su calidad de vida, puesto que sus padecimientos cada día se ven agravados, a pesar de que en su condición de privado de libertad y extranjero, le asiste el derecho a que se le brinde la atención médica que requiere, a fin de atender adecuadamente los problemas de salud que padece. Se declara con lugar el recurso contra el Hospital San Rafael de Alajuela. Se ordena al Director Médico General del Hospital San Rafael de Alajuela, adoptar las medidas necesarias y girar las órdenes pertinentes, en coordinación con las autoridades penitenciarias, para que el amparado reciba la atención médica que requiere y se incorporen a su expediente medico en forma inmediata los exámenes realizados, según las indicaciones de su médico tratante. En cuanto al Centro de Atención Institucional La Reforma se declara sin lugar el recurso. CL
1384-07. TRATAMIENTO MEDICO. Alega la recurrente que fue diagnosticada con un carcinoma ductual in situ de mama izquierda y acusa la denegatoria del tratamiento de Radioterapia, resuelta por la Comisión Asesora de Oncología de la Gerencia División Médica de la CCSS, como violatoria de su derecho a la salud, pues dicho tratamiento había sido dispuesto por sus médicos tratantes. CL
1378-07. TRATAMIENTO DE ODONTOLOGIA. Señala el recurrente que en el Servicio de Odontológica de la Clínica Dr. Carlos Durán Cartín le dijeron que en seis  de sus piezas dentales debía realizarse trabajos conocidos como "coronas", para no perderlas.  Señaló que tanto en esa Clínica como en la Unidad Odontológica del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, le informaron que no realizan ese tratamiento, por lo que pese a ser asegurado debe recurrir a clínicas privadas. Considera violentado su derecho a la salud, por cuanto el buen estado de sus piezas dentales es vital para su salud bucal, digestiva y general. Se declara con lugar el recurso, por violación al derecho a la salud. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, Director General a.i. y Jefa a.i. de la Clínica del Servicio de Odontología del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, brindar al recurrente el tratamiento que requiere, salvo que razones médicas lo desaconsejen -lo que deberá valorar el especialista respectivo-. En caso de no poderse brindar dicho tratamiento, deberán coordinar lo que corresponda para que de manera inmediata se someta al amparado, con la contratación de servicios externos si resulta necesario, a dicho tratamiento. Los Magistrados Solano y Vargas salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
1381-07. OPERACIÓN. LISTA DE ESPERA.  Acusa el recurrente que es portador del virus del H.I.V., motivo por el cual es atendido en el Servicio de Infectología del Hospital México.  Manifiesta que por problemas de salud fue referido para la realización de una rectoscopia y posteriormente se ordenó su internamiento urgente para ser intervenido quirúrgicamente; no obstante, hasta ahora no ha sido intervenido porque hay una lista de espera de 1.050 cirugías. En este caso se constata la violación del derecho fundamental del amparado al buen funcionamiento de los servicios públicos, así como la amenaza a su derecho a la salud atribuible a la institución recurrida por el deficiente servicio que le está prestando,  al no realizarle el tratamiento que requiere. No obstante lo anterior, excede el marco de la competencia de este Tribunal,  determinar cuánto tiempo es el justo y necesario –desde el punto de vista médico– para atenderlo, pues ello depende de la evaluación o criterio técnico-científico preciso sobre la premura o no del tratamiento que amerita cada una; de igual forma no puede determinar la prioridad que debe dársele a cada caso, materia sobre la cual esta Sala no puede entrar a especular. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al derecho fundamental del amparado al buen funcionamiento de los servicios públicos, así como la amenaza a su derecho a la salud. CL Parcial
1380-07. NIEGAN SEGURIDAD SOCIAL A ESPOSA DE PRIVADO DE LIBERTAD. Señala el recurrente que debido que el amparado se encuentra recluido en el centro de atención institucional Dr. Gerardo Echeverría, su esposa solicitó la afiliación como beneficiaria del Convenio suscrito entre el Ministerio de Justicia y la Caja Costarricense de Seguro Social; sin embargo le fue negado en virtud de su condición de extranjera. En este caso, el amparado es un privado de libertad y como tal es Asegurado directo, condición que adquirió por su imposibilidad para cubrir las cotizaciones del Seguro de Salud, según el Reglamento Régimen CCSS Asegurados por Cuenta del Estado, Decreto Ejecutivo 17898-S del 2 de diciembre de y el Convenio suscrito entre el Ministerio de Justicia y la Caja Costarricense de Seguro Social. De esta forma, al  estar  el recurrente recluido en un centro penitenciario, situación que le imposibilita trabajar y por ende cotizar para la CCSS, el Ministerio de Justicia y Gracia suscribió dicho convenio con la CCSS para que tanto el privado de libertad como su núcleo familiar sean atendido en las diferentes instituciones de salud de la CCSS y así garantizar la atención  integral de la salud para esta parte de la población y sus familiares directos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente y Director del Área de Salud de Horquetas Río Frío, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social que en el término improrrogable de tres días, contado a partir de la notificación de esta resolución, procedan a la afiliación de la recurrente a la Caja Costarricense de Seguro Social fundamentado en el Convenio suscrito entre el Ministerio de Justicia y la Caja Costarricense de Seguro Social. CL
000785-07. OPERACIÓN. Alega el recurrente quien padece de piedras en la vesícula,  que a pesar de que se le han dado ordenes de internamiento en el Hospital de La Anexión de Nicoya, para marzo y octubre del 2006  y una última para el 3 de enero del 2007, no ha podido ser intervenido u operado por la falta de anestesiólogos. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director General del Hospital de la Anexión de Nicoya, que disponga lo necesario a fin de que se coordine inmediatamente la programación de forma cierta y precisa de la fecha en que se le hará la intervención quirúrgica que el amparado necesita -según criterio de su médico tratante-. Lo anterior deberá preverse de manera que la intervención que requiere el amparado se concrete en un plazo máximo de dos meses, contado a partir de la comunicación de esta sentencia. CL 

000813-07. ATENCION MEDICA. Acusa el recurrente la negativa de las autoridades del Hospital Calderón Guardia y del Hospital México de suministrarle la atención médica debida, pese a que es portador del virus del SIDA. Señala además que no recibe los cuidados médicos ni los fármacos necesarios en razón de su enfermedad. En su criterio, lo anterior es injustificado y lesiona el Derecho de la Constitución.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena aL Director Médico General Interino del Hospital México, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes, para que el amparado reciba inmediatamente los cuidados médicos necesarios en razón de su enfermedad, según el criterio de su médico tratante. CL
000746-07. MEDICAMENTO. Alega la recurrente que hace ocho años fue operada en el Hospital San Juan de Dios de la vesícula. Indica que a raíz de dicha operación y los medicamentos que le suministraban le dio una pancreatitis. Señala que posteriormente le diagnosticaron "Diabetes Mellitus Secundaria", la cual es tratada con insulina inyectada, sin embargo no ha respondido favorablemente al medicamento. Manifiesta que su médico tratante le recomendó la Insulina Glargina marca Lantus, pues ha sido el único medicamento al que ha respondido favorablemente, sin embargo no le fue aprobado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo, y a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que de inmediato se suministre a la amparada el medicamento Insulina Glargina, en las dosis y por el tiempo prescrito por su médico tratante. CL
00424-07. TRATAMIENTO MÉDICO. Alegan las recurrentes que el 16 de noviembre del 2006, su padre debió haber iniciado un tratamiento de radioterapia en el Centro Médico de Terapia Irazú, el cual fue aprobado por la Caja Costarricense de Seguro Social, debido a que padece de un cáncer de nasofaringe.  Señalan que no pudo iniciar el tratamiento por cuanto se requiere de unos medicamentos especiales los cuales se deben aplicar antes de cada sesión de radioterapia. La Caja Costarricense del Seguro Social, es que la Institución que debe satisfacer adecuada y oportunamente las necesidades de los pacientes, lo que supone que el tratamiento prescrito por un médico debe ser suministrado de forma integral, completa y en tiempo. CL
00436-07. TRATAMIENTO MEDICO.  Alega la recurrente que es  portadora de un cáncer de cervix uterino y como parte de su atención médica debe recibir tratamiento de Braquiterapia en el Servicio de Radiología del Hospital México, sin embargo, no ha podido recibir su tratamiento porque el equipo está fuera de funcionamiento. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, al Director General del Hospital México y al Jefe de Radioterapia del Hospital México, que tomen inmediatamente las respectivas medidas de urgencia, en coordinación con el Servicio de Ingeniería y Mantenimiento de la Caja Costarricense de Seguro Social y la empresa responsable del mantenimiento preventivo y correctivo del equipo, para que se garantice a la amparada, el tratamiento de Braquiterapia que le fue prescrito.  CL
00310-07. MEDICAMENTO. Alega la recurrente que a pesar de que su médico tratante presentó la solicitud de aplicarle el medicamento Herceptin y Vinorelbina, a principios de diciembre del 2006, se le comunicó verbalmente que el Comité Central de Farmacoterapia de la CCSS había rechazado su solicitud y que no se le iba a autorizar la compra de las medicinas en vista de que "su cáncer está muy avanzado, y no valía la pena, debido a los altos costos que implica comprarlos". Siendo que el no recibir las medicinas apropiadas hace que la enfermedad progrese de forma acelerada. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo; y al Jefe del Departamento de Farmacoepidemiología y Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia; ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que, en el momento en que el médico tratante de la amparada, médico oncólogo del Hospital San Juan de Dios,  así lo indique, se le entregue a la amparada el medicamento trastuzumab y vinorelbina, bajo su  estricta responsabilidad. El Magistrado Cruz salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
00043-07. MEDICAMENTO. Alega la recurrente que después de estar tomando por más de un año el medicamento denominado "aprovel irbesartan" los recurridos se lo cambiaron por un medicamento genérico que está afectando severamente su estado de salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia; al Director General del Hospital San Juan de Dios; y a la Coordinadora del Comité Local de Farmacoterapia de dicho Hospital; que, de inmediato, giren las instrucciones pertinentes para que se le suministre a la recurrente el tratamiento prescrito de Aprovel y Coreg por el médico tratante, en las dosis y durante el plazo que él determine, bajo su entera responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica.  CL
00067-07. MEDICAMENTOS. Alega la recurrente que se le han negado los medicamentos "Trastuzumab" y "Docetaxel" que requiere para tratar su enfermedad, porque reside en Alajuela; no obstante, en el Hospital San Juan de Dios se le ha  prestado el servicio por 13 años, por lo que estima que se afecta su derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que gire las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que de forma inmediata se inicie el tratamiento a la amparada con los tratamientos trastuzumab y docetaxel, bajo la estricta responsabilidad del médico tratante. El Magistrado Cruz salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
DERECHO DE PENSION
01125-07. NIEGAN PENSION DE LA CCSS A MENOR CON PARALISIS CEREBRAL PROFUNDA. Señala la recurrente que pese a que su hija padece de una parálisis cerebral profunda y que carece de recursos económicos suficientes para atender las necesidades de la menor, la Caja Costarricense de Seguro Social se negó a otorgarle la pensión prevista en la Ley de pensión vitalicia para personas que padecen parálisis cerebral profunda, tras considerar que su núcleo familiar no cumplía los requisitos estipulados para obtener ese beneficio. Estima que esa actuación resulta discriminatoria y violatoria del derecho a la salud y a la seguridad social de  la tutelada. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Gerente de la División de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, otorgar a favor de la menor de edad amparada, la pensión por parálisis cerebral profunda, si otra causa ajena no lo impide. CL
000672-07. SUSPENDEN PENSION POR SUCESION. Señala la recurrente que se le aprobó la pensión por sucesión, bajo el régimen de Pensiones del Magisterio Nacional, por fallecimiento de su esposo. No obstante, en febrero del año pasado, de forma inesperada, sin mediar comunicación de ningún tipo, se le suprimió en forma total el pago de dicha pensión. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución número R-EP-DNP-4516-2006 de las 07:30 horas del 14 de agosto del 2006 de la Dirección Nacional de Pensiones, sin perjuicio que se corrijan los vicios y se sustancie el procedimiento administrativo como en derecho corresponde. CL
DERECHO DE TRABAJO
1145-07. SE ELIMINAN BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DEL BANCO NACIONAL DE COSTA RICA. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 14, 21 párrafo 5°, 28, 38, 45, 46, 47, 48, 49, y por conexidad, el 81, todos ellos de la Convención Colectiva de Trabajo del Banco Nacional de Costa Rica. La normativa se impugna en tanto concede licencias con goce de salario por plazos irrazonables y desproporcionados en relación con otros trabajadores del sector público e incluso privado, se conceden a los trabajadores que laboren en días feriados triple remuneración, en discriminación de todos los que, en las mismas condiciones, solo reciben pago doble, se pacta una dotación mínima (sin fijar monto máximo ni describir la forma de uso de los recursos) de ¢500.000,00 mensuales para el comedor de los empleados, se concede una ayuda por el matrimonio del empleado y por el nacimiento de un hijo,  se fija un subsidio, a cargo del banco, por la cantidad de hijos del trabajador, por estudios realizados y 49 por años de servicio, se acordó el ajuste anual de los beneficios. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anulan de la Convención Colectiva del Banco Nacional de Costa Rica la totalidad del artículo 49; del párrafo quinto del artículo 21 la frase “o triple”; el párrafo sexto de ese artículo 21 que señala: “Al trabajador que labore en días feriados de pago obligatorio señalados en el artículo 148 del Código de Trabajo, se le pagará tiempo triple.”; y la frase del artículo 38 que señala: “Los empleados que laboren los días feriados que contempla el párrafo primero del artículo 148 del Código de Trabajo, recibirán una triple remuneración; con excepción del 2 de agosto y 12 octubre cuya remuneración será doble”. El artículo 14 de dicha Convención Colectiva se interpreta conforme al Derecho de la Constitución en el sentido que para no afectar el servicio público se deben aplicar las reglas previstas para los delegados de SEBANA en cuanto a la autorización de una sola persona por oficina. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Banco Nacional de Costa Rica. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas. CL Parcial
1144-07. ELIMINAN BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 17 inciso f), 19, 125, 126 y 135 de la IV Convención Colectiva de Trabajo de la Universidad Nacional. Las normas impugnadas violan el régimen de educación pública, que en manos de un ente público que recibe fondos públicos debe otorgar trato igual a todos los ciudadanos, lo que no se cumple en este caso.  Cuestionan los accionantes entre otros aspectos, la validez de la norma de la Convención Colectiva que estipula una exención de matrícula para los trabajadores de la universidad, sus cónyuges, compañeros e hijos y lo dispuesto en el artículo 135, por cuanto consideran que al establecer la posibilidad de que la universidad firme convenios con otros centros de enseñanza a favor de los trabajadores, sus cónyuges y sus hijos. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se declara la inconstitucionalidad de la expresión o un extrabajador pensionado, contenida en el artículo 125; la expresión, "su cónyuge, su compañero o compañera, e hijos, así como sus dependientes”, contenida en el artículo 126; y la frase, “sus cónyuges y sus hijos” contenida en el artículo 135, todos de la Convención Colectiva de Trabajo de la Universidad Nacional. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, según se describe en el considerando final de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a la Universidad Nacional. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas. CL Parcial
1122-07. CONVALIDACION DE EXAMENES PARA JUEZ. Alega el recurrente la violación al principio de igualdad porque el Consejo de la Judicatura denegó la convalidación  que solicitó, pese a que su caso, en su criterio, es igual a otros conocidos y aprobados anteriormente por el mismo Consejo. En este caso concreto, existen razones objetivas y razonables que justifican el trato diferenciado, sin que con ello se violente el Derecho de la Constitución. SL
1093-07. PAGO DE INCENTIVO SE DA UNICAMENTE A LOS EDUCADORES.   Señala el recurrente que el Gobierno Central violenta el principio de igualdad, al reconocerles a los educadores un incentivo económico por laborar durante los 200 días del curso lectivo; incentivo que no le es aplicado a los demás funcionarios públicos.  La inconformidad en este caso, se sustenta únicamente en una discrepancia con el criterio de oportunidad y conveniencia que hubiere tenido el Poder Ejecutivo para emitir una norma mediante la cual se proceda a reconocer a los funcionarios del Ministerio de Educación Pública. El artículo 33 de la Constitución Política resulta lesionado en aquellos supuestos en que se de un tratamiento diferente a personas que se encuentren en una misma situación o categoría.  Los funcionarios públicos tienen en común un mismo patrono, el Estado, pero desempeñan funciones diferentes. RF  

1356-07. IUS VARIANDI. Señala el recurrente que hace más de ocho años labora para el Instituto de Desarrollo Agrario como Director Regional de la Región Chorotega, puesto en el que fue legalmente nombrado, con base en el principio de idoneidad. Sin embargo, por acuerdo N° 23 de la Junta Directiva del IDA, se nombró a otra persona como responsable de la Dirección Regional Chorotega y se le asignaron sus funciones. Por otra parte, señala que su condición es diferente, por cuanto con ese traslado y movimiento de personal se le está ocasionando un detrimento en las condiciones esenciales de su relación laboral, pues actualmente se encuentra ubicado en un pasillo sin funciones definidas, con la consecuente baja de su categoría laboral y jerarquía de puesto, pues pasa a ser subalterno de quien antes era su subalterno, situación que le afecta para un ascenso, pensión, revaloración o recalificación del puesto que ahora desempeña. Se declara con lugar el amparo. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto de Desarrollo Agrario que restituya al amparado, en el puesto y funciones que le corresponden como Director Regional de la Región Chorotega del Instituto de Desarrollo Agrario. CL
1383-07. DESPIDO DE MUJER EMBARAZADA.  Alega la recurrente que a pesar de estar nombrada de manera interina y por inopia en la plaza de Trabajadora Social en el Hospital Monseñor Sanabria de Puntarenas el 24 de agosto del 2006 le comunicaron que no se le iba a prorrogar el nombramiento interino a partir del 25 de setiembre del 2006, a pesar de que oportunamente y con anterioridad a que se le comunicara el acto impugnado, dio noticia a su patrono de que se encuentra en estado de gravidez. En este caso consta que el cese del nombramiento de la amparada estuvo asociada a su condición de mujer embarazada partiendo de indicios que se analizan e la sentencia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital Monseñor Sanabria de Puntarenas reinstalar de inmediato a la recurrente en la plaza número 33907, en el pleno goce de todos los derechos laborales y garantías que le corresponden. El Magistrado Solano pone nota. CL
1379-07. NIEGAN ACCESO A LA VICTIMA O DENUNCIANTE A EXPEDIENTE SOBRE INVESTIGACION. Acusa el recurrente que denunció una agresión y se levantó una investigación por parte de la entidad recurrida, pero se le negó el acceso a dicho expediente,  no se les permitió fotocopiarlo, así como tampoco se le ha permitido ejercer sus derechos de participación dentro de la investigación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe de la Sección de Inspección Policial, Departamento Disciplinario legal del Ministerio de Seguridad Pública que tenga como parte al amparado en el procedimiento administrativo que se tramita bajo expediente número 1251-IP-06 y, por consiguiente, se le debe brindar la posibilidad efectiva de consultar y fotocopiar el expediente por sí mismo o a través de su abogado debidamente acreditado, presentar alegatos, ofrecer prueba, participar en la producción de ésta y de recurrir cualquier resolución de trámite de efectos propios o final que se dicte. CL
1418-07. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. FALTA AL DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que el Gerente Financiero y el Órgano Director del Procedimiento, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, variaron dentro de un procedimiento administrativo que se lleva en su contra, la sede del órgano director del proceso, que se había sido establecido formalmente en San José, de manera que el 10 de febrero del 2006 a las 9 horas fueron recibidos los testimonios de dos testigos sin contar con su presentencia o representación legal, lo que estima violenta su derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anulan las declaraciones de los testigos, recibidas en la Dirección Médica del Hospital de Upala, según expediente administrativo número SCR-ODPA-001-2005.  CL
000973-07. SANCIÓN DISCIPLINARIA. Alega la recurrente que ha venido sufriendo actos de acoso moral y persecución laboral por parte de sus superiores jerárquicos, que le abrieron un procedimiento administrativo y a pesar de que la Junta de Relaciones Laborales se pronunció negativamente sobre la recomendación de imponerle  8 días de suspensión sin goce de salario, se le comunicó la sanción 2 días de suspensión sin goce de salario. En este caso consta que la sanción fue impuesta sin haberse dictado la resolución final que pusiere fin al procedimiento y sin reconocer a la amparada su derecho de recurrir la resolución sancionatoria. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula el oficio número GAF-602-2006 Humanos de Recope, Presidente Ejecutivo de Recope de 30 de marzo de 2006 de Gerente de Administración y Finanzas de RECOPE dirigido a la Junta de Relaciones Laborales y la acción de personal número ODSJ1918 de 25 de abril de 2006 de la Dirección de Recursos Humanos de RECOPE, que imponen la sanción de dos días sin goce de salario a la amparada. CL Parcial 

000981-07. REVOCAN ACUERDO SOBRE RECONOCIMIENTO DE ANUALIDADES. Alega la recurrente que le reconocieron anualidades por años laborados en otras instituciones y luego anularlas. En reiteradas ocasiones este Tribunal ha analizado el principio de intangibilidad de los actos propios, derivado del artículo 34 constitucional, sobre el tema se cita la sentencia 5770-05. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio UGRH-2327-2006 del dieciséis de noviembre de dos mil seis, así como los actos administrativos derivados de éste. Se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos, sin perjuicio de los procedimientos que, conforme a derecho, pueda iniciar la institución recurrida. CL 

000830-07. REQUISITOS PARA PROFESORES DE RELIGION. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 34 párrafo segundo del Reglamento de Carrera Docente, Decreto Ejecutivo número 2235 del 14/02/72 reformado por el Decreto Ejecutivo número 5288-P del 29/09/75. Las normas impugnadas señalan que para la selección del personal dedicado a la educación religiosa, será requisito indispensable la autorización previa que extenderá la Conferencia Episcopal Nacional. Estima el accionante que tal disposición es contraria al artículo 56 de la Constitución Política, dado que la Conferencia Episcopal carece de mecanismos controladores de su objetividad, lo cual afecta el derecho de acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos. Señala que con la omisión de una regulación expresa respecto a dicha autorización, se permite la imposición arbitraria y constante de nuevos requisitos, por cuanto se desconocen los elementos que componen la autorización o "missio canónica" para el ejercicio de la educación religiosa en los diferentes niveles en los cuales se puede desempeñar un profesional titulado en esta especialidad. Sobre el tema se citan las sentencias 3991-97 y 4458-03. Se rechaza por el fondo la acción.La Magistrada Calzada y los Magistrados Vargas y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar la acción. RF
000798-07. DESPIDO. Manifiesta el recurrente considera que fue removido durante el periódo de prueba de su puesto de Profesional Ejecutor en la Oficina de la Mujer de la Municipalidad de Escazú, por ser hombre, a pesar de haber sido nombrado por haber obtenido la nota más alta y laborar allí durante dos meses. Señala que el requisito para concursar en dicho puesto de tener preferiblemente conocimiento sobre el tema de género, el cual fue modificado con posterioridad a requisito esencial. Además la persona que se nombró en su lugar tampoco contaba con ese requisito. Alega falta al debido proceso. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Vargas y Cruz salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
000679-07. PAGO DE DISPONIBILIDAD EN EL PODER JUDICIAL.  Alega el recurrente que el Poder Judicial le modificó el pago de la disponibilidad sin debido proceso. Sobre el tema, la Sala se pronunció en la sentencia número 14162-04. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Consejo Superior, y al Jefe del Departamento de Personal, ambos del Poder Judicial, disponer lo necesario para que se reconozca al actor, de inmediato, su sobresueldo de disponibilidad del 18 de julio de 2002 al 15 de julio de 2004, de acuerdo con lo dispuesto por la Corte Plena en el artículo VIII de la sesión #003-1998 del 2 de febrero de 1998. En lo demás, se declara sin lugar. CL Parcial
000670-07. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Señala el recurrente que dentro del procedimiento administrativo seguido en su contra se ha violentado el derecho de defensa, pues en la resolución inicial no se establece con claridad los hechos imputados,  ni se individualizó las acciones supuestamente cometidas, situación que estima que es contraria a lo establecido en el principio de imputación. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución dictada por el Órgano Director del Procedimiento Administrativo contra la Comisión de Festejos Populares de San José 2004-2005 de las diez horas del diez de octubre y dos mil seis y todas las actuaciones posteriores. CL
000737-07. DESPIDO DE FUNCIONARIO DEL CUERPO DEL BOMBEROS. Alega el recurrente que después de muchos años de servir como Bombero en la Estación de Bomberos de Tibás, y como represalias por las quejas y acciones judiciales que en contra del Cuerpo de Bomberos Voluntarios ha planteado su hermano, fue despedido sin debido proceso. En reiteradas ocasiones esta Sala ha dicho que en cumplimiento del debido proceso establecido en el artículo 39 constitucional, el pretendido autor de un hecho que le puede deparar una sanción debe tener oportunidad efectiva de ejercer su derecho de defensa para lo cual es indispensable que se le otorgue audiencia desde el inicio mismo del procedimiento disciplinario y se le haga una clara imputación de los hechos y pruebas existentes en su contra, para que el sancionable pueda conocer de qué se le acusa concretamente. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el acuerdo No. 2006-128 de la Jefatura Superior de Bomberos Voluntarios del Instituto Nacional de Seguros mediante la cual se dispuso otorgar de baja al recurrente a partir del 25 de setiembre del 2006, lo cual le fue comunicado por  oficio del 11 de setiembre del 2006, suscrito por el Jefe del Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Tibás. CL
000665-07. RECLASIFICACIÓN DE PUESTOS DE ENFERMERIA EN LA CCSSS. Alegan los recurrentes que fueron contratados en la CCSS como auxiliares 2 y se les remunera como auxiliares 1. Consta que las labores de auxiliar 2 fueron variadas, por lo cual la institución recurrida aplicó un procedimiento para reconocer y ubicar a los funcionarios en cada una de esas categorías, debiendo para ello los Auxiliares de Enfermería presentar una prueba técnica, la cual debía ganarse con una nota de 80. No obstante los recurrentes no participaron en dicho procedimiento y por ello no adquirieron la categoría reclamada con el consecuente aumento salarial. Asimismo, no consta que los recurrentes hayan presentado reclamo alguno al respecto, por lo que si consideran que atendiendo a sus labores y conforme al contrato laboral suscrito desde hace aproximadamente veinticinco o treinta años, la Institución recurrida debe cancelarles el salario conforme a la categoría de Auxiliares de Enfermería 2, ello resulta ser una situación que constituye un diferendo de mera legalidad que debe plantearse ante las instancias referidas, y no ante este tribunal, por tratarse de materia ajena al ámbito de su competencia. SL
000685-07. COBRO DE SALARIOS CANCELADOS A FUNCIONARIA DE HECHO. Manifiesta la recurrente que presta servicios como educadora para el Ministerio de Educación Pública desde 1999 y para el curso lectivo del 2006, se le nombró en la Escuela La Guaria hasta el 31 de enero del 2007, según acción de personal #3568897. No obstante, sin explicación alguna y ocho meses después de estar laborando y de que se le cancelaran los salarios, se le aplicó un cese de interinidad retroactivo al 1° de febrero del 2006 y se remitió su caso al Departamento de Planillas a fin de que se inicie en su contra un procedimiento ordinario, para el cobro de lo que se le ha pagado. Se declara con lugar el recurso. Se anula los efectos retroactivos de la acción de personal #3673463 y el oficio #UG5-0040-2007 del 4 de enero del 2007 que obliga a la actora a reclamar los salarios adeudas como funcionaria de hecho. Se ordena al Director General de Personal del Ministerio de Educación Pública respetar la designación de la actora por el plazo que desempeñó efectivamente el cargo, separándola de él solamente a partir del momento en que la propietaria de la plaza regresó a su puesto. CL
00448-07. FONDO DE GARANTIAS Y AHORRO DE EMPLEADOS DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD. Acción de Inconstitucionalidad contra el Fondo de Garantías y Ahorro de los Empleados del Instituto Costarricense de Electricidad, creado por el artículo número 17 de la Ley número 449. La normativa se impugna en cuanto no se publicó en La Gaceta. El reglamento impugnado no puede tener un estatus "sui generis" de reglamento laboral interno de empresa, por cuanto la naturaleza de empresa pública como el ICE, excluye este tipo de normativa.  Además la Ley No. 3625 del 16 de diciembre de 1965, que adiciona el artículo 17 del Decreto Ley que crea el ICE, y que desarrolla el Fondo de garantía y de ahorro del personal permanente del ICE (FGA-ICE), no otorgó personería jurídica a dicho fondo. Es decir, ante la ausencia de una norma legal que le otorgue personalidad jurídica, este Fondo se constituye como un órgano interno de la Institución. En tal sentido, todas las gestiones, procedimientos y movimientos de fondos los realiza el mismo ICE, situación que lo coloca como intermediador financiero y se encuentra realizando más de lo que le es permitido.  Agrega que el fondo es de los trabajadores, lo cual requiere que no tenga ninguna ingerencia patronal, sin embargo evidentemente sucede cuando el ICE como patrono dispone de un Fondo e incumple el carácter de estar al margen de la administración patronal. RP
00449-07. NOMBRAMIENTO DE MIEMBROS DE JUNTA DIRECTIVA DEL FONDO DE BENEFICIO SOCIAL DE TRABAJADORES DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 5 de la Ley número 7673 y artículo 138 de la Convención Colectiva de la Universidad Nacional. Las normas se impugnan en cuanto los accionantes indican que desde hace más de diez años están afiliados al fondo de Beneficio Social de los Trabajadores de la Universidad Nacional, sin que, por la forma en que se realizan los nombramientos a la Junta Directiva del Fondo, hayan podido gozar de la oportunidad real de formar parte de ella, situación que también es aplicable a la mayoría de los dos mil afiliados, careciendo de la posibilidad de ejercer sus derechos como propietarios directos de esa organización, ya que no se contempló que sea la Asamblea General el órgano soberano, que por el contrario, en este caso lo es la Junta Directiva, echando por tierra el principio democrático. Violación derivada de los incisos a) y b) del artículo 5 de la Ley N. 7673 y de la IV Convención Colectiva de trabajo UNA-SITUN, en cuya normativa se impone una mecánica de nombramientos en la que el Rector de la UNA nombra a tres representantes de la universidad y los otros tres representantes de los trabajadores, son nombrados por el Secretario General del Sindicato SITUN. Sea que, dos instituciones jurídica y patrimonialmente ajenas al Fondo nombran a los miembros de la Junta Directiva, sin que los afiliados tengan arte y parte en la fiscalización, nombramiento, revocación, sanción de dichos miembros, ya que no existe Asamblea General. Por mayoría se declara parcialmente con lugar la acción en cuanto a la impugnación de la Ley número 7673. En consecuencia, se anula del inciso a) del artículo 5 de la Ley número 7673 del 3 de junio de 1997, la frase: “, nombrados por el Sindicado de Trabajadores de la Universidad Nacional”. Los Magistrados Mora, Solano y Armijo salvan el voto en cuanto a este punto y declaran sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Por mayoría y por razones diferentes se desestima la acción en cuanto al inciso b) del artículo 138 de la Convención Colectiva de la Universidad Nacional. Los Magistrados Solano y Mora declaran sin lugar la acción en este extremo. Los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta la rechazan de plano. Los Magistrados Vargas y Cruz declaran con lugar la acción en cuanto a este punto con sus consecuencias. CL Parcial
000275-07. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Alega el recurrente que en su contra se inició proceso disciplinario en el cual se le intimó por la sustracción de ochocientos cinco mil colones en garantías de participación de la caja chica; sin embargo, en el acto final del procedimiento, en donde se contiene la recomendación de suspensión de ocho días sin goce de salario, se le endilgan otras faltas respecto de las cuales ni siquiera se le había intimado, lo que compromete su derecho de defensa, debido proceso y principio de inocencia. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias.
00220-07. NIEGAN LICENCIA POR MATERNIDAD. Alega la recurrente que tiene 7 meses de embarazo y arbitrariamente le niegan la licencia por concepto de maternidad. En este caso consta que la amparada no tenía derecho a disfrutar de la licencia por maternidad, porque su nombramiento interino no fue prorrogado, en vista de que no presentó oferta de servicios para laborar en ese Centro Educativo. Se declara sin lugar el recurso. Tome nota la Dirección General de Personal del Ministerio de Educación Pública de lo que se indicó en el considerando V de esta sentencia. SL
00269-07. NOMBRAMIENTOS EN PUESTOS DE CONFIANZA EN UCR. Alegan los recurrentes que a pesar de que fueron seleccionados por los distintos decanos para ocupar los puestos de asistentes administrativos en las unidades académicas de Ciencias Económicas, Bellas Artes, Letras, Ciencias Agroalimentarias y Educación, la Rectoría de la Universidad de Costa Rica mediante oficio R-5405-2004 dispuso suspender el concurso realizado para tal selección y posteriormente se anularon todos los procesos concursales relacionados con las jefaturas administrativas de facultad a pesar de que habían actos declarativos de derechos a su favor.  Alegan que además se ha justificado esa situación en que el puesto de Jefe Administrativo de Facultad es un puesto de confianza, lo cual carece de sustento normativo. En este caso, está probado que no hubo un acto final que otorgara derechos subjetivos a los recurrentes. Asimismo, los puestos a los que se refieren los recurrentes son de confianza y por lo tanto, para la designación de las personas que ocupen esos cargos, no procede el concurso ni tampoco el nombramiento en propiedad. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
00342-07. DESPIDO POR REORGANIZACION EN MUNICIPALIDAD DE GUACIMO. Señala la recurrente que labora para la Municipalidad de Guácimo desde hace treinta y dos años como miscelánea y que por oficio A.M.G. 20-2006 del cinco de septiembre de dos mil seis, suscrito por el Alcalde Municipal, se le comunicó su despido con responsabilidad patronal con sustento en la implementación de un supuesto programa de reorganización. Afirma que se le ha dejado en absoluto estado de indefensión, y que dicho acto carece de motivación; asimismo, que la Municipalidad no ha divulgado información sobre el supuesto programa y tampoco se le ha dado audiencia o traslado respecto del estudio que presuntamente sustenta la reorganización. Se declara con lugar el recurso restituyendo a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales conculcados. Se anula el oficio A.M.G.20-2006 del cinco de septiembre de dos mil seis, suscrito por el Alcalde Municipal de Guácimo, mediante el cual se le notificó a la amparada la terminación del contrato laboral con responsabilidad patronal, a partir del treinta y uno de diciembre de dos mil seis. CL
00328-07. TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que por resolución del Viceministro de Obras Públicas Nº 000514 de las 13:10 hrs. del 19 de julio del 2006, se reasignó su clase de puesto de Jefe Técnico de Administración Vial y se dispuso que debía realizar funciones ordinarias de oficial de tránsito, lo que implica un descenso en sus funciones. Asegura que apeló la resolución y no le han sido contestadas sus gestiones. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución del Viceministro de Obras Públicas y Transportes Nº 000514 de las 13:10 hrs. del 19 de julio del 2006 y la Carta de Presentación de la Unidad Técnica de Recursos Humanos de la Dirección General de la Policía de Tránsito Nº UTRH-2006-068 del 3 de agosto del 2006. Se le ordena a la Ministra de Obras Públicas y Transportes y al Director General de la Policía de Tránsito, que reubiquen al amparado en la clase puesto y con las funciones en que se encuentra nombrado en propiedad. 

00296-07. SANCION. Acusa el accionante la violación al principio de debido proceso y derecho de defensa por cuanto: a) el plazo que se le concedió en procedimiento disciplinario  de 5 días para ejercer derecho de defensa es muy corto; b)  se  le redujo el número de testigos a 5; c)  no se resolvió el recurso de apelación contra la resolución que reduce número de testigos; d) que la sanción de suspensión fue impuesta por funcionario distinto a Alcalde Municipal; y e) quien inició investigación no es imparcial. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula el oficio número ARL-5013-526-6-05/06 de 18 de octubre de 2006 del Despacho del Alcalde de la Municipalidad de San José, suscrito por el Asistente del Alcalde  que impone la sanción de quince días sin goce de salario al amparado. CL Parcial
00203-07. NO LE PERMITEN PARTICIPAR EN CONCURSO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PORQUE TIENE UN FAMILIAR EN LA INSTITUCION. Alega el accionante que a pesar de haber obtenido el mayor puntaje en un concurso realizado para el puesto de Director de Comisiones de la Asamblea Legislativa, se le solicitó la renuncia a dicho concurso en virtud de que cuenta con una cuñada que labora para dicha institución, por lo que al tenor del 9, inciso e) de la Ley de Personal de la Asamblea Legislativa, queda excluido de dicho concurso. Estima que dicha norma y su aplicación violentan los derechos consagrados en los artículos 25, 51 y 56 de la Constitución Política. Sobre el tema la Sala se pronunció en la sentencia número 10146-03. Se rechaza por el fondo el recurso. Los Magistrados Calzada y Jinesta salvan el voto y ordenan dar curso al amparo. RF
00338-07. FALTA AL DEBIDO PROCESO EN PROCEDIMIENTO CONTRA TRABAJADOR INDEPENDIENTE. Señala el recurrente que en su contra se tramitó un procedimiento administrativo con la finalidad de verificar el cumplimiento de sus obligaciones como trabajador independiente; procedimiento en el que según el recurrente, hubo inobservancia de las normas procesales que rigen el debido proceso; concretamente la celebración de la audiencia oral para la evacuación de la prueba, y  la fundamentación del acto administrativo que le impuso la obligación de cotizar para el Seguro de Salud. Se declara con lugar el recurso. Se anula el Informe Resolutivo de Inspección de la Sucursal de Alajuela Nº 1302-00648-2006-I del 23 de octubre del 2006, sin perjuicio que, de ser procedente se retrotraiga el procedimiento a la etapa procesal anterior a que se produjera el vicio. Se le ordena al Jefe Administrativo de la Sucursal de Alajuela de la Caja Costarricense de Seguro Social abstenerse de impedirle al amparado el acceso al expediente. CL
00055-07. SE ELIMINAN BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 26 incisos ch y d del Reglamento de adjudicación de becas y otros beneficios de la Universidad de Costa Rica y otro. Las normas en tanto eximen a los trabajadores, pensionados y familiares de éstos de la Universidad de Costa Rica, del pago de derechos de matrícula por estudiar en dicha universidad y la Convención Colectiva establece que la Universidad respetará los derechos adquiridos por el trabajador originados en el sistema de becas especiales. Se declara parcialmente con lugar esta acción. En consecuencia, se declara la inconstitucionalidad de las expresiones: "o pensionado", "o la constancia de pensión" y "o está pensionado" contenidas en el inciso ch), así como la totalidad del inciso d), todos del artículo 26 del Reglamento de Adjudicación de Becas y otros Beneficios a los Estudiantes, emitido por el Consejo Universitario de la Universidad de Costa Rica en sesión número 3434 de dieciséis de diciembre de mil novecientos ochenta y siete, publicado en el Alcance a la Gaceta Universitaria número 07-87, de dieciocho de diciembre de mil novecientos ochenta y siete. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto en lo relativo al artículo 51 de la Convención Colectiva de la Universidad de Costa Rica y rechazan de plano la acción en cuanto a este extremo, pero dan razones separadas. CL Parcial
DERECHO PENAL
1428-07. PRISIÓN PREVENTIVA. Alega el recurrente que contra su representada  se tramita la causa penal por el delito de Infracción a la Ley de psicotrópicos y se encuentra detenida en El Buen Pastor. Afirma que el Tribunal recurrido de forma unipersonal ordenó su prisión preventiva  lo que hace ilegítima la medida porque el delito que se le atribuye tiene una pena que supera los 8 años por lo que debió ser acordada por los tres jueces que lo integran. Solicitó sustituir la prisión preventiva  ordenada por otras menos gravosas, pero por resolución nuevamente un miembro del Tribunal colegiado rechazó su solicitud considerando además un dictamen médico legal que nunca fue puesto en conocimiento de la defensa por lo que no pudo impugnarlo, lesionando con ello su derecho a la libertad. En este caso consta que la prisión preventiva se encuentra debidamente fundamentada. Sobre la audiencia respecto al dictamen médico, es un asunto que debe plantearse en la vía penal mediante la actividad procesal defectuosa. Finalmente, el hecho de que el pronunciamiento haya sido dictado por el Juez Unipersonal, y siguiendo la línea jurisprudencia de esta Sala, no es motivo para considerar quebrantado el orden constitucional o legal, respecto a los derechos de la amparada. Se cita la sentencia 3471-01. SL
1429-07. PRISIÓN PREVENTIVA. Señala el recurrente que el Tribunal Penal de Heredia declaró la ineficacia de la resolución que prorrogó la prisión preventiva, dictada contra sus defendidos por el Juzgado Penal de Heredia y, aún se encuentran detenidos, sin que exista una resolución que fundamente la medida. Es claro que en este caso hubo una violación a la libertad de los tutelados, pues éstos permanecieron privados de su libertad sin una resolución legítimamente dictada por autoridad competente, por un plazo de diez días, ya que el Juzgado Penal de Heredia dispuso la medida cautelar de prisión preventiva a los encartados por el término de 6 meses posteriormente. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad de los tutelados. CL
1424-07. DETENCIÓN POR PARTE DE LA POLICIA DE MIGRACION. Alega el recurrente que fue detenido por autoridades de Migración por más de 24 horas, sin que fuera pasado ante autoridad competente. La Sala ha declarado reiteradamente que, en tratándose de las detenciones de extranjeros con un estatus migratorio cuestionado, su situación no puede equipararse a la del acusado o presunto responsable de un delito, durante la substanciación de una causa penal. Sobre el tema se citan las sentencias 5284-06, 11838-04 y 9274-02. RF
1423-07. NO LE RETIRAN ESPOSAS A PRIVADO DE LIBERTAD DURANTE LA INDAGATORIA. Acusa el recurrente la infracción de sus derechos fundamentales, porque se le recibió la declaración indagatoria pero no se le retiraron las esposas, a pesar de su solicitud expresa al Fiscal, lo cual impidió que se comunicara libremente. Con respecto a la recepción de la declaración de indagatoria teniendo el imputado las esposas puestas, esta Sala se ha pronunciado en reiteradas ocasiones. Se citan las sentencias 10703-05, 14271-05 y 5495-06. Se rechaza por el fondo el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y da plazo para la interposición de la acción de inconstitucionalidad. RF
000787-07. NOTIFICACION DE LA PRISION PREVENTIVA AL DEFENSOR. Señala el recurrente que el Juzgado Penal de Heredia no le  ha notificado el auto que ordena la prisión preventiva en contra de su defendido, actuación que no le ha permitido contar con la defensa técnica requerida. Estima que dicha actuación vulnera su derecho de defensa, el debido proceso y el principio de justicia pronta y cumplida.  CL

000794-07. IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL PAIS. Alega el accionante que el Ministerio Público giró -sin existir ninguna resolución judicial que así lo autorizara- una medida cautelar de impedimento de salida en su contra en abril del 2005, finalmente, de la causa en su contra salió absuelto de toda pena y responsabilidad, ordenándose, obviamente, el cede de todas las medidas cautelares. Al estar absuelto de toda pena y responsabilidad abandonó el territorio nacional y viajó a Colombia a través del aeropuerto Juan Santamaría el 10 de noviembre del 2006. Posteriormente, al intentar hacer otro viaje, se le detuvo, porque supuestamente tenía un impedimento de salida del país, al confirmar su situación actual el vuelo ya había salido. El impedimento de salida del país es una restricción extraordinaria sobre la libertad de tránsito de los particulares (artículo 22 de la Constitución), que solamente puede ser decretada en circunstancias calificadas. Es claro que Migración incurrió en una arbitrariedad, al inscribir como impedimento de salida del país la petición de alerta que dirigiera el Ministerio Público a las autoridades administrativas. Asimismo, no es admisible que se nieguen a levantar el impedimento, pese a habérselo ordenado el órgano jurisdiccional que celebró el juicio en el que se absolvió al recurrente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Migración y Extranjería, disponer lo necesario para que, de inmediato, se levante el impedimento de salida del país, que aparece ordenado por la DIS y el Ministerio Público el 7 de octubre de 2003 en contra del actor. El Magistrado Solano pone nota.
000776-07 PRISIÓN PREVENTIVA.  Señala el recurrente que la resolución del Juzgado Penal de Puntarenas que dispuso la prisión preventiva del amparado carece de la debida fundamentación, al no existir prueba que lo relacione con los hechos que se le imputan. Se indica que no compete a esta Sala analizar si la prueba indiciaria existente contra el amparado es insuficiente para ordenar su privación de libertad,  pues es un aspecto que atañe al fondo del asunto y podrá ventilarse en el proceso. Sobre la prisión preventiva, consta que se encuentra debidamente fundamentada. SL
000646-07. PRISIÓN PREVENTIVA. APELACION. Manifiesta el recurrente que se decretó prisión preventiva contra el amparado por dos meses; la cual posteriormente se amplio. Aduce que la defensa presentó un recurso de apelación en contra la prórroga de la prisión, la cual no fue admitida, lo cual reputa violatorio del derecho a la defensa del amparado. Consta que la prisión preventiva fue debidamente fundamentada. No es violatorio al debido proceso la inadmisibilidad de la apelación, en vista de que el numeral 253 del Código Procesal Penal  admite como posible la revisión de la prisión preventiva únicamente cuando hayan transcurrido tres meses desde que ésta se decretó, subsistiendo, desde luego, la posibilidad de que, de oficio, el tribunal pueda examinarla antes del vencimiento de ese plazo si estima que han variado las circunstancias. En el caso, la gestión se rechazó por las razones expuestas con base en el principio de taxatividad de la impugnación 437 CPP-. Sobre el tema se cita la sentencia 4348-98. SL
00432-07. PRISIÓN PREVENTIVA. Alegan los recurrentes que en su contra se dictó prisión preventiva el 15 de diciembre pasado, sin habérseles individualizado su situación jurídica en relación con cada uno de los seis imputados. Consta en la resolución que dictó la prisión preventiva de los amparados, que se fundamenta en al menos dos presupuestos procesales establecidos en el artículo 239 del Código Procesal Penal, que da soporte suficiente para tenerla como debidamente fundamentada. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada pone nota. SL
00428-07. PRISIÓN PREVENTIVA DICTADA EN SENTENCIA. Señala el que en sentencia dictada por el recurrido se le impuso pena de prisión y en el mismo acto se ordenó su prisión preventiva, lo que considera un acto ilegítimo y lesivo de sus derechos. Este Tribunal Constitucional ha aceptado, en múltiples ocasiones, que una condenatoria puede constituir base suficiente para revocar una excarcelación concedida o acordar una prisión no dispuesta en la instrucción, pues esa circunstancia hace variar el estado en que se encontraba el sometido a juicio antes de que se diera y en algunos casos ser la causa de una evasión a la acción de la justicia. Sobre el tema se citan las sentencias 558-01, 1042-04 y 11743-04. RF

00438-07. DETENCIÓN. Señala el recurrente que la detención policial de que fue objeto no se ajustó a derecho, ya que no existe un indicio comprobado de haber cometido delito. Que el allanamiento a su casa de habitación y oficina tampoco se ajustó a lo constitucional y legalmente dispuesto. Consta que el Ministerio Público inició la investigación ante una denuncia de matrimonios fraudulentos y todo se hizo con la participación del acusado y el juez de garantías, quienes lo pusieron en conocimiento de los motivos de las diligencias judicial; además se dejó constancia de la situación. Asimismo, se cumplió con las formalidades de los artículos 194, 195, y siguientes del Código Procesal Penal. También consta que la detención estuvo a derecho. SL 

00441-07. PRISIÓN PREVENTIVA. Señala el recurrente, acusado por el asesinato de Parmenio Medina, que es arbitraria la medida del Tribunal de Juicio de Heredia de mantenerlo privado de su libertad, pese a que los plazos ordinarios y extraordinarios se encuentran vencidos. Asimismo, acusa que las condiciones del Centro de Atención Institucional en que se encuentra, no satisfacen las exigencias físicas e higiénicas que establecen las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos. Sobre la prisión preventiva, consta que la medida se encuentra debidamente fundamentada y este Tribunal Constitucional se pronunció sobre la privación de libertad en casos como el de estudio. Se cita la sentencia 8979-06. Sobre las condiciones físicas e higiénicas del Centro Penitenciario en donde se encuentra detenido reúne las condiciones físicas e higiénicas que establecen las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos en virtud que no hay sobrepoblación o hacinamiento y que el accionante ha recibido en todo momento, la atención médica que ha requerido. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Armijo salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
00284-07. PRISION PREVENTIVA. Manifiesta el recurrente que la resolución que decretó la prisión preventiva, en contra de los amparados, así como la que la confirmó, carecen de la debida fundamentación, ya que no cumplen con los presupuestos legales establecidos al efecto. En este caso, está plenamente acreditado que tanto la resolución mediante la cual se impuso la prisión preventiva a los amparados, así como las dictadas por el Tribunal confirmándola, se encuentran debidamente fundamentadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 239 del Código Procesal Penal. SL
00283-07. PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA. Alega la recurrente que a su representada se le dictó una prórroga de prisión preventiva sin la respetiva vista oral. En este caso, consta que la prisión preventiva se encuentra debidamente fundamentada. Sobre la negativa a realizar la vista oral establecida en el artículo 441 del Código Procesal Penal, consta que de manera expresa el Tribunal indicó que se prescindía de señalarse esa vista solicitada debido a que, en la solicitud de la misma, no se ofreció prueba necesaria para la resolución del asunto ni se indicó la necesidad de exponer oralmente los alegatos. Esta Sala ha indicado que, la posibilidad establecida en el artículo 441 del Código Procesal Penal debe ser decidida por el órgano jurisdiccional correspondiente en resolución debidamente fundada, pero de ninguna manera la simple petición de parte obliga al tribunal a efectuar la audiencia, como tampoco la falta de dicha petición le impide ordenar oficiosamente su realización. Sobre el tema se cita la sentencia 3064-02. SL
00282-07. PRISION PREVENTIVA. Señala el recurrente que el Juzgado Penal de Heredia mediante resolución en donde impone las medidas cautelares, les llama a los amparados “delincuentes” sin que haya una sentencia firme que indique que son los autores del delitos que se les atribuye. Asimismo alega que la resolución citada no se encuentra debidamente fundamentada, porque no se individualiza la prueba. Por último, señala la restricción a la libertad de los amparados, por cuanto a pesar de que el plazo de las medidas cautelares se venció desde el primero de diciembre de dos seis, no se levantaron las mismas. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso y anula la resolución de las trece horas del veintidós de diciembre del dos mil seis, dictada por el Juzgado Penal de Heredia. SL
00003-07. PRISIÓN PREVENTIVA. Señala el recurrente, el Juzgado recurrido ordenó prorrogar la prisión preventiva, que confirmó el Tribunal. No obstante, afirma que ninguna de las resoluciones se encuentra debidamente fundamentada. Consta que las resoluciones impugnadas cumplen con los requisitos materiales de la prisión preventiva: la sospecha suficiente de participación, la existencia de una causal de prisión preventiva (peligro de fuga, y de reiteración delictiva) y la penalidad de los delitos. En suma, los fundamentos dados por los recurridos, unidos a la existencia de indicios razonables de participación en los delitos que se le endilgan -artículo 37 de la Constitución Política- encuentran suficiente respaldo en el proceso y en las disposiciones de la legislación procesal vigente, contrario a lo manifestado por el recurrente. SL
00007-07. MEDIDA CAUTELAR DE INTERNAMIENTO. Manifiesta el recurrente el quebranto al derecho a la libertad personal del tutelado porque en su criterio se encuentra sometido, desde hace seis meses, a una medida cautelar de internamiento en el Hospital Nacional Psiquiátrico sin que exista una causa médica que lo justifique. El amparado se encuentra sometido a un proceso penal especial regulado en los artículo 388 y 389 del Código Procesal Penal, en virtud de existir dictámenes psiquiátrico forenses que revelan que adolece de una deficiencia intelectual importante que disminuye sus capacidades mentales superiores y le impide distinguir lo bueno de lo malo. El artículo 262 del Código Procesal Penal dispone que se puede ordenar la internación de un imputado en un establecimiento asistencial previa comprobación por medio de dictamen pericial que sufre una grave alteración o insuficiencia de facultades mentales que lo tornan peligroso para sí o para terceros, siempre que medien los siguientes requisitos: 1) La existencia de elementos de convicción suficientes para sostener razonablemente que es autor de un hecho punible y 2) Presunción suficiente de que no se someterá al proceso o obstaculizará un acto concreto del mismo. Consta en este caso que la medida cautelar se encuentra debidamente fundamentada. SL
00061-07. EXTRADICIÓN. Señala el recurrente que el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, inició un proceso de extradición en su contra del amparado, a pesar de que es costarricense por naturalización. Sobre el tema, se cita la sentencia 8666-02. SL
00059-07. PRISIÓN PREVENTIVA.  Alega el recurrente que la prisión preventiva dictada en su contra es arbitraria e ilegal, por cuanto no existen indicios comprobados que hagan presumir su posible participación en los hechos endilgados. Consta que la medida impugnada se encuentra debidamente fundamentada. Se reitera además que tratándose de casos en que se ordene la prisión preventiva de una persona, lo que es objeto de verificación en esta sede es que en la resolución que decrete la medida restrictiva de la libertad, se expongan en forma explícita las razones, normas y elementos de prueba que fundamenten la decisión, y únicamente eso, puesto que esta Sala ha sido enfática en señalar que no es una instancia más dentro del proceso penal y que no le corresponde entrar a fiscalizar la apreciación que las autoridades jurisdiccionales penales hagan de la prueba, salvo casos muy calificados. SL
00062-07. PLAZO DE LA PRISIÓN PREVENTIVA.  Señala el recurrente que en contra del amparado se tramita el proceso penal por el delito de homicidio calificado en perjuicio de Parmenio Medina Pérez. Que dicho proceso se tramita bajo las normas del trámite complejo, en virtud de la declaratoria que en su momento hiciera el Juez de la etapa intermedia. Que los plazos de la prisión preventiva tanto ordinarios como extraordinarios a los que puede ser sometido el amparado se agotan el 30 de diciembre de 2006. Que a pesar de ello, el Tribunal de Juicio recurrido, ordenó la extensión de la prisión preventiva de manera indefinida, sin indicar el tiempo de esa prórroga, contraviniendo con ello la medida cautelar y sus alcances temporales, convirtiendo a la prisión preventiva en una pena y no en la última ratio que habla el Código Procesal Penal. En otras oportunidades la Sala ha indicado que si el proceso se encuentra en la fase de debate, es posible mantener sujeto a él al imputado mediante la prisión preventiva, aún si se han sobrepasado los plazos ordinarios y extraordinarios, que para esa medida cautelar establece el Código Procesal Penal, sin que con ello se violente el Derecho de la Constitución. Sobre el tema se cita la sentencia 8979-06. SL
00068-07. DETENCIÓN. Alegan los recurrentes que fueron detenidos en el puesto policial de la zona fronteriza entre Panamá y Costa Rica por efectivos policiales costarricenses, por no tener permiso de ingreso a  Costa Rica, que en la Delegación Policial de Limón, donde se encuentran es un lugar frío, con camas de cemento y sin cobijas. Agregan que no se les permitió realizar llamadas para solicitar un abogado y por medio de otro detenido costarricense lograron contactar al abogado autenticante. Manifiestan que desde ese día y hasta la fecha se encuentran detenidos en ese lugar sin que se les haya resuelto la situación jurídica. Consta que a los extranjeros se les permitió efectuar varias llamadas telefónicas, se les facilitó el servicio sanitario para sus necesidades fisiológicas, además se les dio la   alimentación requerida. Asimismo, el tiempo  que permanecieron en la Fuerza Pública de Limón se estima razonable, su status migratorio fue resuelto de forma expedita por parte de los funcionarios de migración, una vez que ingresaron al Centro de Aseguramiento para Extranjeros en Tránsito. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto, declara con lugar el recurso con sus consecuencias.SL
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

00308-07. NIEGAN VISA A CONYUGUE DE COSTARRICENSE. Alega la recurrente reclama que la resolución de la Dirección General de Migración que impugna, denegó la solicitud de visa de ingreso que se presentó a favor de su cónyuge, la cual, carece de fundamentación y es violatoria del debido proceso y de la libertad de matrimonio. Se declara con lugar el recurso por falta de motivación del acto administrativo. En consecuencia, se anula la resolución de la Dirección General de Migración y Extranjería #D.G.V.R. 5048-2006-RRS de las 15:30 horas del 29 de noviembre de 2006. Se ordena al Director General de Migración y Extranjería, resolver de nuevo como en derecho corresponda, la gestión del amparado, en el plazo de quince días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, fundamentando adecuadamente su decisión. CL
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

00456-07. INSCRIPCION DE PARTIDOS POLITICOS. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 5, párrafos segundo y tercero, 27 inciso b), d), e), f), g) y párrafo final, 46, 48 inciso b), 49, 50, 54, 55 y 65, todos del Código Electoral, Ley 1536 del 10 de diciembre de 1952 y sus reformas. Las normas se impugnan en cuanto obligan a los ciudadanos costarricenses a agruparse o asociarse a un determinado partido político para ejercer su derecho fundamental de elegir y ser electo, siendo esa obligación de ley contraria a la Constitución Política.  Consideran que no es constitucional obligar a los ciudadanos a formar parte de un partido para que puedan ser electos, o para que los electores voten por ellos, primero porque los partidos son asociaciones. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Cruz Castro consigna nota. SL
FAMILIA
00446-07. REQUISITOS PARA PROCESO DE ADOPCION. Acción de Inconstitucionalidad contra de Requisitos a Extranjeros para Adoptar: Artículos 35 y 39 incisos a), d) y e) del Reglamento para los Procesos de Adopciones Nacionales e Internacionales del Patronato Nacional de la Infancia, publicado en La Gaceta número 27 del 09-02-2004. Las normas se impugnan en cuanto, en criterio del accionante, establecen -por vía reglamentaria- una regulación de derechos fundamentales que extiende, agrava o restringe los requerimientos de la ley para los procesos de adopción por simple decisión administrativa, usurpando este reglamento del PANI funciones exclusivamente legislativas. En efecto, las referidas normas establecen restricciones que ni el Convenio de La Haya ni el Código de Familia contemplaron en su momento, relativo a la obligatoriedad de que el país en que residan los adoptantes necesariamente haya suscrito el mencionado Convenio; es decir, no existe en el Convenio de La Haya ninguna disposición que limite, prohíba o impida a un Estado contratante a llevar a cabo adopciones internacionales con otros Estados no contratantes, como lo pretende el Reglamento cuestionado, violando el principio de reserva legal. SL
00247-07. CONFIDENCIALIDAD DE DENUNCIAS ANTE EL PANI. Alega el recurrente que las autoridades del Patronato Nacional de la Infancia, se niegan facilitarle el acceso al contenido de la denuncia planteada contra la organización Misión Internacional de Discipulado, pese a que sus hijos fueron citados por la autoridad accionada, con el fin de ser entrevistados en dicho procedimiento. Consta que el PANI declaró confidenciales los folios que corresponden a la denuncia planteada contra la Misión Internacional de Discipulado, por el temor de los denunciantes de sufrir algún daño o represalia por parte de esa organización, lo cual está fundamentado en el artículo 273 de la Ley General de la Administración Pública.  Sobre el tema se cita la sentencia 8134-00. SL
INTIMIDAD

1389-07. INFORMACIÓN CREDITICIA. COBRO POR REALIZAR REINSERCION DE DATOS.  Señala el recurrente que solicitó a la empresa Datum. Net la eliminación de juicios civiles y referencias comerciales, con sustento en lo que ha sido la jurisprudencia de la Sala Constitucional sobre el derecho a la autodeterminación informativa y el derecho al olvido. Que también solicitó se eliminaran aquellos datos referentes a información de carácter personal, por ser contrarios a su derecho a la intimidad e imagen personal. Que posteriormente presentó solicitud de crédito en la sucursal del Banco Banex en Tibás y se enteró que sus datos se encontraban totalmente bloqueados por la empresa y se le indicó que debía pagar cincuenta dólares para permitir el acceso a la base de datos, a lo que ella se negó por estimarlo ilegal. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto se dirige contra la pretensión de la empresa accionada de exigir el cobro de $50 para realizar la reinserción de los datos de la amparada en su página de Internet, de modo que puedan ser accedidos por las entidades financieras, por la vulneración del principio de proporcionalidad. En lo demás se declara sin lugar el amparo. CL   

000990-07. FOTOGRAFIA EN ALBUN DE SOSPECHOSOS DEL OIJ. Señala el recurrente que sin saber como ni cuando se incluyó su fotografía en el álbum de sospechosos del Organismo de Investigación de Alajuela, por lo cual se le tiene como un delincuente o sospechoso de haber cometido algún delito o ser investigado. Sobre los alcances del derecho a la intimidad, tutelado en el numeral 24 de la Constitución Política  se citan las sentencias 678-91 y 1026-94. En este caso concreto, consta que la causa contra el amparado feneció con una sentencia de sobreseimiento y aún cuando corrigió la actuación impugnada, se provocó una lesión a los derechos del recurrente. CL
LIBERTAD DE PRENSA
00274-07. RECTIFICACION Y RESPUESTA. Señala el recurrente que el 24 de noviembre pasado al Director del Diario La Nación que rectificara la información difundida por ellos el 22 de noviembre de este año en la columna "En Vela" de Julio Rodríguez, y el 27 de noviembre de este año venció el plazo establecido en la Ley para la publicación sin que la citada empresa procediera a ello. En este caso, consta que los plazos fueron cumplidos; no obstante, es evidente que no existe relación directa entre las publicaciones y la respuesta que el amparado pretendía que se le publicara. SL 

MINORIAS
1018-07. LIMITACIONES PARA DISCAPACITADOS EN ACERAS DE PURISCAL. Señala el recurrente, quien manifiesta que es una persona discapacitada que se moviliza en silla de ruedas, que la Municipalidad de Puriscal incurre en discriminación por omisión de sus obligaciones derivadas de la Ley 7600, concretamente, por la carencia de aceras en algunas zonas de la ciudad y otras en mal estado, con huecos y desniveles; las entradas a los garajes de las casas son mal construidos y limitan el tránsito por las aceras; existen tramos en los cuales los vecinos han colocado materiales inadecuados (no antideslizantes), los comercios exhiben sus productos en la acera, obstruyendo el paso, no se respeta la zona de estacionamiento para personas discapacitadas; las aceras no cuentan con accesos para personas discapacitadas y en las que existen están mal construidos, por lo que no cumplen su finalidad.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal y al Presidente del Concejo Municipal, ambos del cantón de Puriscal, que adopten las medidas pertinentes para que, de forma inmediata, aperciban a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles que inicien la construcción de nuevas aceras frente a sus propiedades, en los casos que sea necesario y que se les brinde mantenimiento a las que lo requieran, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley N° 7600 y su reglamento y para que se retiren de las aceras las actividades comerciales o de otra índole que constituyan obstáculo para el desplazamiento de las personas discapacitadas. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir con las obligaciones señaladas, la Municipalidad de Puriscal supla los trabajos, y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. Para esos fines, se ordena al Gerente de Área de Servicios Municipales de la Contraloría General de la República, que no autorice el Presupuesto correspondiente al año 2007, proveniente de la Municipalidad de Puriscal, si no incluye la partida respectiva para cumplir lo antes ordenado, dentro del marco de las competencias respectivo. CL 

000678-07. OMISION DEL MINISTERIO DE SALUD PARA HACER CUMPLIR LA LEY 7600. Señala el recurrente que el artículo 4° de la Ley #7600 establece que le corresponde al Estado incluir en sus planes, políticas, programas y servicios, los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad a los servicios. Indica que la Dirección de Protección al Ambiente Humano del Ministerio de Salud, en su normativa referente a permisos sanitarios de funcionamiento, no incluye los principios de accesibilidad contemplados en la Ley #7600, para que estos puedan ser exigidos al momento de resolverse sobre el otorgamiento de un permiso y diez años después de haberse emitido tal Ley, el Ministerio de Salud no ha adoptado las medidas necesarias, a fin de que no se otorguen permisos de funcionamiento a inmuebles que no cumplen los requisitos de accesibilidad contemplados en la mencionada normativa. Se declara con lugar el recurso contra el Ministerio de Salud. Se ordena a la Ministra de Salud, girar las instrucciones necesarias, dentro del marco de sus competencias, en el plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia, para que en las dependencias correspondientes de ese órgano se de cumplimiento a lo previsto en los artículos 41 de la Ley #7600 y 103 de su Reglamento, al autorizar planos de construcciones nuevas, ampliaciones o remodelaciones de edificios. En cuanto a la Municipalidad de San José, se declara sin lugar el amparo. CL
MUNICIPALIDAD

1390-07. RESOLUCION QUE OBLIGA A PAGAR PATENTE MUNICIPAL DEBE SER DEBIDAMENTE FUNDADA. Alega el recurrente que la Municipalidad recurrida le notificó que debía pagar patente municipal por su actividad, la que según afirma, es de desarrollo e investigación en informática, sin ánimo de lucro, sin atención de público, ni facturación de ninguna clase, contrario a lo que afirman los funcionarios de la corporación local. Escapa a la competencia de la Sala en amparo establecer las características de la actividad del actor, constatar que correspondan con lo desarrollado en la realidad y definir si ella es gravable bajo el impuesto de patente. No obstante,  el particular tiene derecho a defender su posición frente a la Municipalidad. Se declara con lugar el recurso. Se anula la notificación #6689 del 16 de noviembre de 2006 del Departamento de Patentes de la Municipalidad de San José. Se advierte al Jefe a.i. del Departamento de Patentes de la Municipalidad de San José, que para emitir una nueva notificación ella debe encontrarse adecuadamente fundamentada. CL
1388-07. PROBLEMAS CON LA RED VIAL CANTONAL EN SANTA CRUZ. Señala el recurrente que en la comunidad de La Garita Nueva de Santa Cruz de Guanacaste, existe un grave problema por el mal estado de las calles ya que se encuentran casi inutilizables, aunado a ello, en la época lluviosa los estancamientos de agua en los huecos de las calles son potenciales criaderos de dengue - entre otros problemas - que ponen en riesgo la salud de los vecinos. En razón de la cantidad y el tamaño de los huecos, tanto los conductores como los peatones se encuentran en un grave peligro, situación que se agrava al no existir en esa zona aceras.  Manifestó que el prestatario del servicio público remunerado de personas modalidad autobús no brinda el servicio a esa comunidad por el evidente estado de deterioro de las calles, argumentando el daño que pueden sufrir los automotores. Afirma que las autoridades de la Municipalidad de Santa Cruz tienen pleno conocimiento de la problemática antes expuesta; sin embargo, no se han realizado actuaciones tendentes a darle solución, omisión que violenta los derechos de salud, vida, a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, consagrados en los artículos 21 y 50 de la Constitución Política. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Alcaldesa Municipal de Santa Cruz, disponer lo necesario para que dentro de los seis meses siguiente a la notificación de esta resolución, se realicen las obras de infraestructura que se reclaman. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
000972-07. FALTA DE SEÑALIZACION EN MORAVIA. Alega el recurrente que en diciembre del dos mil cuatro presentó solicitud al Ministerio de Obras Públicas y Transportes una solicitud para que se procediera a la señalización vertical y horizontal de las vías públicas a fin de  prohibir el paso de vehículos pesados en la calle La Carreta y calles circunvecinas en el Barrio San Blas, en San Vicente de Moravia. Añade que la Dirección de Ingeniería de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes emitió oficio 20051539 del once de marzo del dos mil cinco en el que se recomendó a la Municipalidad de Moravia ejecutar la instalación de señales verticales, así como demarcar los accesos y las esquinas del barrio. Indica que tales recomendaciones fueron aprobadas por el Consejo de Seguridad Vial en sesión número 1-2005 por lo que se dispuso incluirlo en el segundo proyecto de señalización que sería enviado al Jefe de la Unidad Técnica de asistencia a Municipalidades del Ministerio de Obras Públicas y Transportes para realizar la respectiva señalización en esa comunidad. Agrega que a la fecha de presentar el amparo, no se ha realizado la mencionada señalización. Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto a la Municipalidad de Moravia. Se ordena al Alcalde Municipal de Moravia, que proceda inmediatamente a coordinar esfuerzos e implantar las medidas necesarias para solucionar definitivamente los problemas de señalización que aquejan a los vecinos de Barrio San Blas de San Vicente de Moravia. CL
000613-07. REUBICACIÓN DE VECINOS DE CIUDAD CORTÉS. Manifiestan los recurrentes que la negativa de la Municipalidad de Osa y del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo de implementar el Plan Regulador Urbano para reubicarlos en la nueva zona de desarrollo de ese Cantón, viola sus derechos. Consta que el Concejo Municipal de Osa, derogó el Plan Parcial de Zonificación de Usos del Suelo por Alto, Mediano y Bajo Riesgo por inundación en el Distrito Nº 1, Cantón de Osa en lo que se refiere al traslado de Ciudad Cortés, aplicándolo en lo que resulta conveniente y que permita modernizar y organizar la ciudad. Considera la Sala que este es un asunto de legalidad que debe plantearse ante las autoridades competentes de la Municipalidad de Osa, o en su defecto, en la vía judicial correspondiente. SL
000671-07. ORDENAN RECUPERAR AREAS PÚBLICAS. Alega el recurrente que las autoridades municipales recurridas autorizaron la construcción de viviendas en la áreas públicas de la antigua Lotificación Alpízar (Barrio Caribean en Pococí). Además, asintieron que se edificara sobre quebradas y zonas de protección acuífera, lo que ha provocado serios problemas de inundaciones en dicho barrio, a consecuencia de la clausura de los cauces que aprobó esa corporación municipal, que han deteriorado la ya de por sí deficiente planificación e infraestructura urbanística de ese desarrollo habitacional. Solicita el recurrente que se ordene a las autoridades recurridas a recuperar las áreas de parque y juegos infantiles, habilitadas para el fin público; que se anulen las escrituras públicas y planos catastrados de las áreas comunales, zonas de protección y quebradas. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Pococí y a la Presidente del Concejo Municipal de Pococí, que tomen las medidas de su competencia para que en el término improrrogable de un mes, contado a partir de la notificación de esta resolución, inicien los procedimientos respectivos con la finalidad de recuperar las zonas destinadas a uso comunal en el Barrio Caribean Light o Caribean, en el Distrito de Guápiles, Cantón de Pococí. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

00447-07. CANON A CONCESIONES. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 55 y 127 del Código de Minería. Las normas se impugnan en cuanto se estableció un aumento irracional en cuanto a los cánones de concesiones, y se alteró sustancialmente, sin justificación técnica ni económica las condiciones con que se venían otorgando las concesiones.  Que se aplica de modo retroactivo a las concesiones que ya tenían fijado el canon que iban a pagar. Sostiene adicionalmente que la reforma constituye una verdadera confiscación al patrimonio del concesionario, se establece una multa desproporcionada e irracional por el no pago oportuno del canon. RP
00227-07. MONITOREO DE ALARMAS POR PARTE DE MUNICIPALIDAD DE SAN JOSE. Señala el accionante que el servicio electrónico que presta la Municipalidad de San José de monitoreo de alarmas, vulnera sus derechos fundamentales, en tanto estima violentado su derecho al trabajo y al comercio, pues hace competencia a empresas privadas. Consta que el servicio prestado por la Municipalidad de San José no roza con lo dispuesto en el texto constitucional, puesto que el artículo 169 de la Constitución Política le encomienda a las corporaciones municipales la tutela de los intereses locales. Además, la Municipalidad inició el programa debido a que contaba con el aval de la Contraloría General de la República, la Procuraduría General de la República y la Comisión para Promover la Competencia del Ministerio de Economía, Industria y Comercio, para emprender el servicio. SL
00293-07. REVOCATORIA DE CERTIFICADO DE USO DE SUELO. Indica el recurrente que la Municipalidad de Alajuela suspendió, de manera indefinida, el permiso que había otorgado para que la empresa Fondo Hipotecario Nacional S.A. desfogara, en una quebrada, las aguas pluviales de un proyecto habitacional que pretende construir, en Alajuela y también el certificado de uso de suelo que también había extendido. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la decisión administrativa de dejar sin efecto el certificado de uso conforme de suelo No. 0094/PU/U/04. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

00348-07. MUNICIPALIDAD DE SAN CARLOS NO TERMINA TRABAJO DE ALCANTARILLAS. Alega la recurrente que la Municipalidad de San Carlos no ha dado una solución efectiva al problema que se presenta en la comunidad de Cidral de Ciudad Quesada, lugar donde reside, por cuanto la Unidad Técnica Vial de la Municipalidad de San Carlos no culminó los trabajos de colocación de alcantarillas y las aguas de lluvia impiden el acceso a sus viviendas. Es claro que la Municipalidad recurrida no ha dado muestras que solucionen en forma definitiva el problema que se denuncia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de San Carlos, que tome las medidas inmediatas y efectivas  para darle solución al problema que acusó la recurrente. CL
00063-07. QUEJA POR FIESTAS DE PALMARES. Alegan los recurrentes la presunta falta de observación de los requisito exigidos por ley para realizar las denominadas “Fiestas Cívicas de Palmares, lo cual, estiman produce una serie de perjuicios a los habitantes del lugar y en sí a la colectividad en general. Sobre el tema de la falta de permisos o requisitos exigidos para disponer la celebración de los referidos festejos populares se cita la sentencia 17249-06. Se reitera el criterio, en el sentido de que si los recurrentes estiman que las Fiestas Cívicas de Palmares no cumplen los requisitos que demanda la legislación en materia ambiental y sanitaria, deben plantear las quejas o denuncias pertinentes ante las instancias creadas al efecto. RP
00064-07. QUEJA POR FIESTAS DE PALMARES. Señalan los recurrentes que la Asociación al realizar las fiestas cívicas de Palmares, se limita el derecho a tener una atención temprana y pronta a los servicios de emergencias e impide que se trasladen las ambulancias y vehículos de rescate tanto de la Cruz Roja como del Cuerpo de Bomberos, lo que pone en claro riesgo la vida de todas las personas que viven en los alrededores del cantón. Lo planteado en este caso es propio de conocer y resolver por las autoridades del lugar. Sobre el tema se cita la sentencia 11907-02. RP
00065-07. QUEJA POR FIESTAS DE PALMARES. Acusan los recurrentes la contaminación sónica y sanitaria que acarrean las fiestas de Palmares. Se indica que la contaminación acusada solo podrá determinarse evaluando técnicamente las precauciones, que toman los organizadores, por las instituciones del Estado a quienes constitucionalmente les han sido asignadas las respectivas competencias a propósito de garantizar que las actividades que realicen los particulares, se ajusten al ordenamiento jurídico. Sobre el tema se citan las sentencias 18133-06, 17249-06, 83-03, 11907-02, 12169-02. RP
PENSIONES ALIMENTARIAS

1426-07. ORDEN DE APREMIO PORQUE PENSION NO PUDO SER REBAJADA DEL SALARIO. Señala el recurrente que labora en el Ministerio de Obras Públicas y Transportes y que la pensión alimentaria a la que está obligado se le rebaja de su salario; sin embargo, el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Nicoya giró orden de apremio en su contra alegando incumplimiento de la obligación alimentaria, sin tomar en cuenta que su salario fue retenido en virtud de una incapacidad. Consta en este caso, que por varios meses no se pudo hacer efectivo el rebajo de la pensión alimentaria del salario del recurrente, de manera que se expidió el apremio y la correspondiente orden de captura, ello con fundamento en lo que dispone el artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Sobre el tema se cita la sentencia 2569-01. SL
000812-07. RECHAZAN APELACION PLANTEADA POR PRIVADO DE LIBERTAD POR PRESENTARLA POR FAX. Señala el recurrente la violación a su derecho de acceso a la justicia, por causa del rechazo de un recurso de apelación que promovió, contra la denegatoria del permiso para el pago en tractos de la pensión alimentaria y la solicitud de autorización para trabajar; aduce que el motivo de los rechazos ha sido el hecho de que interpuso los recursos mediante fax, por encontrarse privado de libertad, en virtud del apremio decretado en su contra y no remitió dentro de tercero día los correspondientes escritos originales. En reiteradas ocasiones, la Sala ha declarado con lugar recursos de hábeas corpus, en los cuales se ha reclamado el rechazo de gestiones de deudores alimentarios que se encuentran privados de libertad por presentar los recursos únicamente mediante fax. Sobre el tema se cita la sentencia 01-06. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado. Se ordena al Juez Contravencional y de Menor Cuantía de Orotina tener por interpuesto el recurso de apelación formulado por el recurrente contra la resolución que denegó el otorgamiento de los beneficios de pago en tractos y autorización para buscar trabajo; asimismo, se le ordena evitar toda nueva violación o amenaza, perturbación o restricción semejante al hecho que sirvió de base a esta declaratoria.CL
PRIVADOS DE LIBERTAD
01129-07. UBICACIÓN DE PRIVADO DE LIBERTAD QUE TEME POR SU VIDA.  Señala el recurrente que se encuentra recluido en La Reforma y que  fue asaltado por nueve privados de libertad, quienes procedieron a  golpearlo. Indica que posteriormente fue atacado por quince privados de libertad,  oportunidad en que fue  agredido brutalmente. Debido a lo anterior, fue atendido en la Clínica del centro penal, y posteriormente traslado al Hospital de Alajuela. En ese centro médico se le practicaron varios exámenes de neuroconducción, neurología y rayos x, se efectuaron referencias a un médico cirujano ortopedista, amén de que se le prescribieron medicamentos. Sin embargo, dicha documentación y sus medicamentos fueron extraviados por las autoridades recurridas. Indica que se le envió a una celda de máxima seguridad,  lugar donde su vida corre peligro, pues varios privados lo han amenazado de muerte. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por violación de la integridad física del actor. Se ordena al Director a.i. del Centro de Atención Institucional La Reforma, disponer lo necesario para que, en el plazo de quince días contado a partir de la comunicación de esta sentencia, el actor sea ubicado en un espacio convivencial, pero sin que medie peligro para su integridad física. En lo demás, se declara sin lugar. Los Magistrados Solano y Vargas declaran parcialmente con lugar el recurso pero por razones diferentes. CL Parcial
000777-07. AGRESION A PRIVADO DE LIBERTAD. Señala el recurrente que el 20 de diciembre de 2006, a eso de las nueve de la noche el amparado fue brutalmente agredido por Oficiales de Seguridad sin justificación alguna. Que tal hecho se repitió el día 22, a esos de la siete de la noche, y posteriormente se le trasladó a una celda individual sin que mediara ninguna explicación o documento que justificara ese traslado. Que en el lugar donde fue agredido el amparado cuenta con circuito cerrado de vigilancia. Se declara con lugar el recurso. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 50 Reforma y 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte a las autoridades del Centro de Atención Institucional La Reforma, que no deben incurrir a futuro en los actos u omisiones que dieron mérito a la acogida de este hábeas corpus. CL
00307-07. FORMACIÓN EDUCATIVA.  Indica el recurrente que penalmente se le obligó a abandonar el centro de estudios en que recibía la educación secundaria debido a la proximidad con la víctima, lo que le imposibilitó continuar con el proceso de educación formal, por lo que el Juzgado de Ejecución de la Pena del Circuito Judicial de Cartago, emitió un mandamiento para que se le admitiera en el Instituto Nacional de Aprendizaje, de conformidad con el artículo 77 de la Ley de Ejecución de Sanciones Penales Juveniles, número 8460. No obstante, el recurrido señaló que no tiene ninguna obligación legal de variarle al recurrente los requisitos respecto de los que el resto de la población tiene. Se declara con lugar el recurso; en consecuencia se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Aprendizaje que adopte las medidas necesarias efectivas y oportunas y ejecute las acciones pertinentes para que dentro del improrrogable plazo de quince días, contados a partir de la comunicación de la parte dispositiva de este fallo, proceda a incluir al menor amparado en los programas que esa institución desarrolla y que se encuentran señalados en el artículo 77 de la Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, número 8460. Se declara SIN LUGAR el recurso en cuanto se dirige contra el Juzgado Penal Juvenil y el Juzgado de Ejecución de la Pena, ambos del Circuito Judicial de Cartago. CL
0004-07. SEGURIDAD FISCA DE PRIVADO DE LIBERTAD. Señala el recurrente que se encuentra recluido en el Centro de Atención Institucional La Reforma, ámbito B, mínima indiciados. Señala que en virtud de una denuncia que presentó en contra de dos privados de libertad, y otras dos personas más por los hechos ocurridos el 05/11/2006 en la Fiscalía Adjunta del I Circuito Judicial de Alajuela, por el delito de agresión con arma, su vida se encuentra en peligro, porque divulgaron de forma incontrolada la demanda que presentó. Se declara sin lugar el recurso. Comuníquese a todas las partes y al Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela para que ejerza las acciones que corresponden conforme el considerando IV de esta sentencia.  SL
SERVICIOS PUBLICOS
000998-07. ABASTECIMIENTO DE AGUA. Señala el recurrente la negativa del Instituto de Acueductos y Alcantarillados de suministrar el servicio de agua potable, a los habitantes de la Comunidad La Islita en Puntarenas. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Jefe Cantonal de Puntarenas en la Región Pacífico Central del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para que dentro del plazo improrrogable de un año a partir de la notificación de esta sentencia, los amparados disfruten efectivamente del servicio de agua potable. CL 

00222-07. NIEGAN SERVICIOS PUBLICOS EN URBANIZACION.  Señalan los recurrentes que la Municipalidad de La Cruz revocó un acuerdo municipal en donde había declarado públicas unas calles, al estimar que el fraccionamiento no cumple con los requisitos de la Ley de Planificación Urbana y que las áreas públicas no cuentan con los servicios básicos para una vivienda digna. Estima la Sala que el tema planteado es de legalidad ordinaria. Sobre el tema se citan las sentencias 12645-05 y 5181-01. SL
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ASAMBLEA LEGISLATIVA

7428-05. TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE COSTA RICA Y LA COMUNIDAD DEL CARIBE. CARICOM. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al “Tratado de Libre Comercio entre Costa Rica y la Comunidad del Caribe”, que se tramita en el expediente legislativo número 15.637. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto “Ley de Aprobación del Tratado de Libre Comercio entre Costa Rica y la Comunidad del Caribe”, que se tramita en el expediente legislativo número 15.637 no se advierten vicios de constitucionalidad en el procedimiento ni en cuanto al fondo. Notifíquese. Los Magistrados Vargas Benavides y Armijo Sancho salvan el voto y evacuan la consulta en el sentido que el procedimiento seguido lesiona el Derecho de la Constitución, por cuanto la resolución del Presidente de la Asamblea Legislativa dictada en la sesión del Plenario de 26 de abril de 2005, que rechaza en bloque 7 mociones de reiteración, es nula por aplicar de manera anticipada una disposición del tratado que todavía no ha sido aprobado, en detrimento de las potestades que a la Asamblea Legislativa le confieren los artículos 105 y 121 inciso 4) de la Constitución Política, así como el derecho de enmienda de los Diputados, el derecho a la oposición y el principio democrático. En cuanto al fondo, declaran inconstitucionales el inciso a) del Anexo II.01 del Capítulo II de la Primera Parte, Parte General del Tratado, y el artículo I.03 ídem. VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS VARGAS Y ARMIJO.   Los suscritos Magistrados salvan el voto y declaran que se observa un vicio invalidante del procedimiento seguido para la aprobación del proyecto en consulta. Esta Sala ha considerado válido que la Asamblea Legislativa, al discutir acerca de la aprobación de un tratado internacional, incluya unilateralmente (sin el concurso del Poder Ejecutivo) cláusulas interpretativas al proyecto de aprobación, de modo que el sentido del convenio se adapte al Derecho vigente en el territorio nacional y se logre el consenso necesario para su incorporación al ordenamiento interno. (Cfr. sentencias números 06618-99) Resulta igualmente acorde con el Derecho de la Constitución que los Estados partes en un tratado pacten la modificación, reglamentación o interpretación de éste, mediante la suscripción de protocolos o de otros mecanismos bilaterales o multilaterales (dependiendo de si se trata de un tratado bilateral o multilateral), del intercambio de notas diplomáticas, o de cualquier otro mecanismo aceptado por el Derecho Internacional Público. (Cfr. sentencias de esta Sala números 04256-99, 07181-99 y 08190-02) Es verdad que la Asamblea Legislativa no puede alterar en nada el texto del tratado, pues de hacerlo estaría invadiendo la competencia del Poder Ejecutivo para negociar y suscribir tratados internacionales, y modificando unilateralmente un acto pactado por dos o más sujetos de Derecho Internacional. Sin embargo, es deber de la Asamblea hacer uso de sus mejores esfuerzos para que los tratados internacionales (jerárquicamente superiores a la Ley), se adapten adecuadamente al ordenamiento nacional y se sujeten al Derecho de la Constitución. El régimen presidencialista con sujeción parlamentaria que caracteriza al Estado costarricense a partir de la promulgación de la Carta de 1.949 no se basa en una superioridad del Ejecutivo que convierta al Parlamento en un mero apéndice de la voluntad del Gobierno. Por el contrario, la Asamblea es el órgano depositario de la representación nacional, de modo que sus posibilidades en materia de aprobación de tratados internacionales no se limitan al asentimiento o  negación del acuerdo. Impedir que la Asamblea haga uso de sus poderes de enmienda para adicionar el proyecto de aprobación de un tratado internacional con cláusulas que lo interpreten de conformidad con el Derecho vigente en el país trae consigo otra perniciosa consecuencia: las inquietudes de determinados grupos y sectores respecto de cuestiones puntuales de un tratado no se podría canalizar a través de la función interpretadora de la Asamblea, radicalizándose así la discusión de estos temas entre los que sostienen criterios antagónicos y difícilmente conciliables. En el presente caso, es claro que la resolución del Presidente de la Asamblea Legislativa de veintiséis de abril de dos mil cinco es nula, en tanto rechazó en bloque siete mociones de reiteración planteadas por varios legisladores, basándose en una norma del tratado cuya aprobación se discutía. En efecto, el artículo XVII.05 del convenio dispone que “Este tratado no podrá ser objeto de reservas ni declaraciones interpretativas unilaterales”. Las mociones en cuestión reiteraban mociones de fondo previamente desechadas en comisión, tendientes todas a incorporar, en el proyecto de aprobación, declaraciones interpretativas a varios de los artículos del tratado. No obstante lo anterior, es palpable que estamos ante un instrumento que todavía no ha sido objeto de aprobación por parte del Plenario, de promulgación por parte del Ejecutivo ni de publicación, razones todas que apuntan en el sentido de que los dispositivos del Tratado no son todavía normas jurídicas, existentes y obligatorias, motivo por el cual no resulta válido sostener que en cualquier forma se puede limitar la función de un poder de rango constitucional por acto cualquiera que no provenga de la propia Constitución Política, de un tratado internacional vigente en el territorio nacional o por una auto limitación aprobada por el propio Parlamento. En atención de principio de separación de poderes reconocido en el artículo 9º constitucional, así como del papel que la Ley Fundamental asigna en forma claramente delimitada entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo en relación con la discusión, suscripción y aprobación de tratados internacionales, resulta ilegítima toda restricción que a la potestad de la Asamblea de aprobar los convenios internacionales e interpretarlos mediante el referido uso de declaraciones unilaterales, impuesta por el Poder Ejecutivo en forma individual o en conjunto con los gobiernos de otros Estados, resulta claramente inconstitucional. Expresamente el artículo 105 constitucional determina que la potestad de legislar solamente podrá ser limitada mediante tratados debidamente aprobados, nunca por actos carentes de existencia y eficacia jurídicas. Al aplicar el Presidente del Directorio una norma aún inexistente (lo que la doctrina ha dado llamar “Ley en tesis”) para restringir el ejercicio del poder de enmienda de que disponen los integrantes de la Asamblea, impidió indebidamente que se llevara a cabo una discusión de las siete mociones de reiteración mencionadas, atentando contra el ejercicio legítimo de la oposición política, elemento indisoluble del principio democrático. Es por lo anterior que los infrascritos discrepan del voto de mayoría y en cuanto a este aspecto, consideran que existió un vicio esencial en el procedimiento para la aprobación del tratado internacional en consulta. Además del vicio de procedimiento mencionado en los párrafos anteriores, los suscritos Magistrados disienten del criterio vertido por la mayoría del Tribunal Constitucional en cuanto al fondo del proyecto de aprobación del “Tratado de Libre Comercio entre Costa Rica y la Comunidad del Caribe", que se tramita en el expediente legislativo Nº15.637, en particular lo que toca a los apartes a), c), e) y f) del Considerando VI, por las siguientes razones: Sobre el punto a), es inconstitucional la definición del territorio que plantea el Tratado sometido a consulta, en cuanto difiere de la desarrollada en los artículos 5º y 6º de la Constitución Política que establecen: “Artículo 5.- El territorio nacional está comprendido entre el mar Caribe, el Océano Pacífico y las Repúblicas de Nicaragua y Panamá. Los límites de la República son los que determina el Tratado Cañas - Jerez de 15 de abril de 1858, ratificado por el Laudo Cleveland de 22 de marzo de 1888, con respecto a Nicaragua, y el Tratado Echandi Montero - Fernández Jaén del 1º de mayo de 1941 en lo que concierne a Panamá. La Isla del Coco, situada en el Océano Pacífico, forma parte del territorio nacional.” “Artículo 6.- El Estado ejerce la soberanía completa y exclusiva en el espacio aéreo de su territorio, en sus aguas territoriales en una distancia de doce millas a partir de la línea de baja mar a lo largo de sus costas, en su plataforma continental y en su zócalo insular de acuerdo con los principios del Derecho Internacional. Ejerce además, una jurisdicción especial sobre los mares adyacentes a su territorio en una extensión de doscientas millas a partir de la misma línea, a fin de proteger, conservar y explotar con exclusividad todos los recursos y riquezas naturales existentes en las aguas, el suelo y el subsuelo de esas zonas, de conformidad con aquellos principios.” Por el contrario, dicho Tratado precisa el territorio costarricense de la siguiente manera: 

“a) con respecto a Costa Rica, el territorio y el espacio aéreo y las áreas marítimas, incluyendo el subsuelo y fondo marino adyacente al límite exterior del mar territorial, sobre el cual ejerce derechos soberanos, de acuerdo con la legislación internacional y su derecho interno, con respecto a los recursos naturales de estas áreas;...”

Con lo que es evidente que esa definición transgrede los artículos 5º y 6 º constitucionales, en tanto soslaya la existencia del mar patrimonial –que comprende, básicamente, una extensión de doscientas millas a partir de la línea de bajamar o de las líneas de base– en el cual el Estado Costarricense ejerce una jurisdicción especial a fin de proteger, conservar y explotar con exclusividad todos los recursos y riquezas naturales existentes en las aguas, el suelo y el subsuelo de esas zonas. Ciertamente, aunque los Estados partes bien pueden pactar el ámbito territorial sobre el cual negociaron un determinado convenio –en los términos del artículo 29 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados– en el caso presente es claro que el tratado pretende ser aplicado en todo el territorio nacional –como se infiere de la norma citada supra–; de ahí que no resulta posible excluir esa área, que lógicamente reviste un gran interés económico precisamente por los recursos que posee y que constitucionalmente ha sido considerado como zona económica exclusiva del Estado de Costa Rica. En virtud de lo expuesto, es inconstitucional la definición del territorio costarricense contemplada en el inciso a) del Anexo II.01 del Capítulo II de la Primera Parte, Parte General del Tratado de Libre Comercio entre Costa Rica y la Comunidad del Caribe. También vulnera el Derecho de la Constitución el artículo I.03 del Tratado, si se interpreta que sus disposiciones tienen un valor superior no sólo respecto de otros instrumentos internacionales suscritos por el país en materia protección del derecho al ambiente, sino también sobre el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, por la vulneración de los artículos 7º y 48 constitucionales. En este sentido, es evidente que una norma del Tratado en estos supuestos no puede prevalecer sobre una Constitucional o sobre un Instrumento Internacional de Derechos Humanos aplicable en la República, lo que por supuesto incluye aquellos instrumentos internacionales de protección del medio ambiente y de otros intereses supraindividuales. Finalmente, se debe mencionar que la implementación del Consejo Conjunto de Costa Rica y CARICOM, a diferencia del criterio sostenido por la mayoría del Tribunal Constitucional, supone una transferencia de competencias a un ordenamiento jurídico comunitario –con el objeto de realizar objetivos regionales o comunes– que requiere para su aprobación una votación no menor de los dos tercios de la totalidad de los miembros de la Asamblea Legislativa. Lo anterior por cuanto, a este Consejo le corresponde: “(i) supervisar la implementación y administración del Tratado, sus Anexos y sus Apéndices y vigilar su ulterior elaboración; (ii) instruir a los comités, subcomités y grupos de trabajo identificados en el Artículo I.08 para que realicen las funciones asignadas a ellos respectivamente y cualquier otra función relacionada con los objetivos de este Tratado; (iii) supervisar las funciones de los Coordinadores de Libre Comercio y considerar las recomendaciones de los Coordinadores de Libre Comercio; (iv) establecer y supervisar el trabajo de todos los comités, subcomités y grupos de trabajo establecidos en este Tratado; (v) resolver cualquier controversia que pudiera surgir de la interpretación, ejecución o incumplimiento de este Tratado, sus Anéxos y Apéndices de conformidad con los poderes que le son conferidos por el Capítulo XIII (Solución de Controversias); (vi) establecer y delegar responsabilidad a los Comités ad hoc o permanentes, grupos de trabajo o grupos de expertos; (viii) consultar con las entidades gubernamentales, intergubernamentales y no gubernamentales, según fuera necesario; (ix) mantener este Tratado, sus Anexos y sus Apéndices bajo revisión periódica, evaluando el funcionamiento del mismo y recomendando medidas que considere adecuadas para el logro de sus objetivos; (x) llevar a cabo cualquiera otras funciones que las partes puedan asignarle; (xi) considerar cualquier otro asunto que pueda afectar la operación de este Tratado, sus Anexos y sus Apéndices y tomar acción adecuada” .También tiene la potestad de modificar con el fin de cumplir los objetivos del Tratado: la lista de mercancías de una parte contenida en el anexo III.04.02, con el fin de incorporar una o más mercancías excluidas en el Programa de Desgravación Arancelaria; los plazos regulados en el Anexo III.04.02 (Desgravación Arancelaria), con el objeto de acelerar la desgravación arancelaria; las reglas de origen contempladas en el Anexo IV.03 (Reglas de Origen Específicas); y las reglamentaciones uniformes de Procedimientos Aduaneros. Todo lo anterior sin duda genera una transferencia de competencias a un orden comunitario que requiere una mayoría calificada para su adopción, de acuerdo con el párrafo 2º del inciso 4) del artículo 121 de la Constitución Política –en sentido similar, se pueden consultar las sentencias números 4640-96 y 7146-99–. No obstante, en el caso concreto este proyecto fue aprobado por unanimidad, en una votación en la cual intervinieron 41 legisladores, por lo que no se aprecia el vicio en cuestión. Conclusión. Con fundamento en lo expuesto, los suscritos Magistrados salvan el voto y evacuan la consulta en el sentido que el trámite del proyecto de aprobación del “Tratado de Libre Comercio entre Costa Rica y la Comunidad del Caribe", expediente legislativo Nº15.637, lesiona el Derecho de la Constitución. En cuanto al fondo, declaran inconstitucionales el inciso a) del Anexo II.01 del Capítulo II de la Primera Parte, Parte General del Tratado, y el artículo I.03 ídem.

COMERCIO

13781-04. POTESTADES DE LA ASOCIACION DE COMPOSITORES Y AUTORES MUSICALES. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 17 de la Ley número 6683 de los artículos 3° y 4° del Decreto Ejecutivo número 23485-MP de 5 de julio de 1994. Las normas se impugnan en cuanto a que a partir de ellas, se constituyó ACAM como SACAM, quedando esas entidades de derecho privado en una posición de poder, ya que todo organismo público que otorga y renueva licencias o permisos de funcionamiento, o que otorga contratos de concesión y operación para establecimientos en que se utilicen públicamente obras musicales de cualquier índole, deberán exigir como requisito previo la autorización de uso de repertorio musical.  Que con lo anterior, se da a un ente privado entera libertad para establecer unilateralmente tarifas, y se crea una licencia de uso de repertorio musical, lo que debe reservarse a la ley.  Se sostiene que la autorización debe darla cada autor de las obras que se ejecutarán o en forma global por la entidad que lo representa legítimamente.  Que ante el Registro Nacional de Derechos de Autor no consta la lista de nombres de todos y cada uno de los autores y compositores musicales de cada uno de los países arriba indicados, ni tampoco ACAM tiene registrado los contratos de representación con autores y compositores musicales nacionales.  Que ACAM representa a los autores y compositores musicales de algunos países, no del mundo entero, sin embargo cobran por la música de todos los autores mundiales. Se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Armijo, Cruz y Volio salvan el voto y declaran parcialmente con lugar la acción. VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO SANCHO, CRUZ CASTRO Y VOLIO ECHEVERRIA. Los suscritos Magistrados difieren del criterio sostenido por este Tribunal Constitucional en la sentencia de esta acción de inconstitucionalidad y la declaran parcialmente con lugar, en cuanto se dirige contra los artículos 3º y 4º del Decreto Ejecutivo Nº23485-MP de 5 de julio de 1994. Sobre el particular, manifiesta el accionante que tales normas son inconstitucionales, en cuanto violan el derecho protegido en el artículo 28 constitucional y el principio de reserva de ley, en la medida en que se obliga al Instituto Costarricense de Turismo, a la Municipalidades y, en general, a todo organismo público que deba otorgar o renovar una licencia o permisos de funcionamiento de establecimientos mercantiles, en los que se utilicen obras musicales de cualquier índole, como requisito previo para el trámite, a exigir al interesado que presente la autorización de uso de repertorio conferida por la Asociación de Compositores y Autores Musicales. En cuanto a este extremo la acción debe estimarse, en tanto se considera que lo dispuesto por el Decreto impugnado regula materia reservada con exclusividad a la Ley, con menoscabo del Derecho de la Constitución. Sobre los alcances del principio de reserva de ley y del sistema de libertad, en sentencia Nº3550-92. De la sentencia citada se desprende que si bien el Estado goza de la potestad de dictar disposiciones que tienden a restringir -de manera razonable- el ejercicio de los derechos fundamentales, tales normas deben provenir del Poder Legislativo; en consecuencia, el Ejecutivo se encuentra inhabilitado de emitir reglamentos autónomos o ejecutivos que limiten el goce de los derechos consagrados en la Constitución Política, como en los Instrumentos Internacionales en materia de Derechos Humanos vigentes en la República. Lo anterior, sin embargo, es soslayado en el caso concreto con las normas impugnadas, pues mediante un precepto reglamentario se limitó en forma indebida la libertad de comercio; en este sentido, aunque el artículo 50 de la Ley Nº6683 estipula: “La autoridad no permitirá la realización de audiciones o espectáculos públicos, sin que el usuario exhiba el programa indicando las obras que serán ejecutadas, el nombre de sus autores y el recibo cancelando la remuneración de los titulares de derecho de autor. Cuando la ejecución se haga con fonogramas, el programa también contendrá los nombres de los intérpretes y el usuario exhibirá además el recibo por los derechos conexos”, lo cierto es que las normas cuestionadas, al establecer que las Municipalidades, por ejemplo, deben exigir como requisito previo a la obtención o la renovación del permiso de funcionamiento la autorización de uso de repertorio, desbordan sin duda el marco legal que les sirve de fundamento y que deben desarrollar, e imponen una restricción arbitraria que cercena el Derecho de la Constitución. Ciertamente, aunque se reconoce y comparte la necesidad de tutelar los derechos de autor y la propiedad intelectual, siendo reiterados los fallos de este Tribunal Constitucional que se encaminan en esta dirección, ello no da pie para que se legitime el hecho de que por medio de un Decreto Ejecutivo se regule materia destinada con exclusividad a la ley formal –como lo es toda aquella relativa al goce de los derechos fundamentales– teniendo en consideración los principios pro homine y pro libertate, según los cuales dichas normas se deben interpretar de manera restrictiva, siempre a favor del sistema de libertad. Distinta, sin embargo, es la situación planteada en esta acción, en que se estipuló un requisito previo al otorgamiento o a la renovación del permiso municipal –que bien puede tener por fin la protección de los intereses de los miembros de la Asociación referida– pero en normas infralegales que no tienen ni pueden tener la virtud de limitar el disfrute de los derechos fundamentales, en tanto se encuentra vedado en razón de lo dispuesto por el artículo 28 constitucional, tal y como se expuso con detalle en la sentencia transcrita. Así las cosas, los suscritos Magistrados salvan el voto y declaran con lugar la acción en lo que a este punto atañe, anulándose por inconstitucionales los artículos 3º y 4º del Decreto Ejecutivo Nº23485-MP de 5 de julio de 1994, Reglamento al Artículo 50 de la Ley Nº6683. 

CONTRATOS

000831-07. LEY DE CONCESION DE OBRA PÚBLICA. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 7.1, 7.2, 8.b y 8.c de la Ley General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicas número 7762; y los artículos 85.1.2, 85.3, 85.4, 85.5, 85.5.5, 86.1.2 y 86.1.3 del Reglamento General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicos, Decreto Ejecutivo número 27098-MOPT, del doce de junio de mil novecientos noventa y ocho. Considera el recurrente que las normas son inconstitucionales en tanto le otorgan facultades al Consejo Nacional de Concesiones para concertar los convenios y contratos necesarios para cumplir con sus funciones, se confiere la facultad al Consejo para aprobar, rechazar o modificar el cartel de licitación de las concesiones, por delegarle la competencia al Consejo Nacional de Concesiones de adjudicar la concesión y suscribir el contrato, en nombre de la administración concedente, autoriza al Consejo Nacional de Concesiones realizar otros tipos de contratos y se establece el procedimiento de la contratación a cargo de este Consejo. Estima que lo anterior, resulta contrario a la facultad atribuida, de manera exclusiva, al Poder Ejecutivo en el artículo 140 incisos 10) y 19) de la Constitución Política. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso.  VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO ARMIJO: Disiento del voto de mayoría y declaro con lugar esta acción de inconstitucionalidad, con el  efecto declarativo y retroactivo y las consecuencias anulatorias previstas en los artículos 88, 89 y 91.1 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, porque considero que las normas impugnadas de la Ley General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicos y de su Reglamento General son contrarias al Derecho de la Constitución. Esta acción toca cuerdas muy sensibles de la parte orgánica de la Constitución, en cuanto a la forma del poder, la cual condiciona sensiblemente la forma y ejercicio de los derechos; por lo que limito las consideraciones a los aspectos estrictamente constitucionales y dejo por fuera, incluso de cualquier comentario, las argumentaciones de naturaleza legal incorporadas en la discusión y en el texto de la sentencia de la mayoría. Porque el artículo 3º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional dispone que se tendrá por infringida la Constitución Política, tanto cuando ello resulte de la confrontación del texto de la norma o acto cuestionado, de sus efectos, o de su interpretación o aplicación por las autoridades públicas, con las normas y principios constitucionales, lo cual condiciona todo análisis de constitucionalidad y obliga a que la Sala, creada para salvaguardar la supremacía de la Constitución y la tutela de los derechos fundamentales, confronte los cualesquiera textos, efectos, interpretaciones y aplicaciones que se sometan a su conocimiento, única y exclusivamente, con las normas y principios constitucionales, de acuerdo con el contenido de los textos de la Constitución y con sus efectos normativos y materiales, de acuerdo con las interpretaciones y aplicaciones que tengan cabida en el Derecho de la Constitución. Por esto, aunque el otorgamiento de personalidad jurídica instrumental a órganos desconcentrados resulte como fruto de las presiones o, acaso, debilidades, del ordenamiento legal e infralegal y del entorno político y económico, que a menudo empujan a optar por esa clase de soluciones y suelen brindarlas en forma atropellada, no es constitucionalmente posible que el legislador lo haya hecho, con la Constitución que tenemos. La Constitución rígida ha sido el gran descubrimiento que asegura la existencia del Estado Constitucional de Derecho, porque las constituciones flexibles, no son, en realidad, “Constitución”, en la medida en que los legisladores pueden disponer sobre ellas como sobre cualquier otra ley y pueden, igualmente, disponer sobre los derechos fundamentales que éstas reconozcan, y que dejan de ser fundamentales al rebajarse su rango y fuerza normativa al de los demás derechos. Si bien es cierto que las normas constitucionales, por su propia naturaleza, son abiertas y flexibles, esa apertura y flexibilidad no puede dar lugar a la ruptura de la salvaguarda de la rigidez: el legislador no puede desmantelar el régimen de la Constitución, como ha ocurrido en el presente caso, tanto por causa de la norma impugnada, en sí misma considerada, cuanto por sus efectos. El tema de la inconstitucionalidad del otorgamiento de la llamada personalidad jurídica instrumental a los órganos desconcentrados había sido resuelto por la Sala, en forma cristalina, con ocasión de la consulta legislativa sobre el Proyecto de Ley de Hidrocarburos (sentencia número 6240-93), en la cual también el Tribunal desarrolló importantes consideraciones sobre el contenido del artículo 121 inciso 14) constitucional, que tienen profunda relación con el presente caso. Tales son los criterios que sostengo, válidos en 1993 y válidos a esta fecha, en la que nos rigen los mismos textos constitucionales que entonces. 

EXTRANJEROS

1087-07. NIEGAN VISA POR REUNIFICACION FAMILIAR. Señala el recurrente la solicitud de visa y residencia permanente libre de condición que en su favor solicitó su padre ante la Dirección recurrida, en su condición de residente en  Costa Rica, con el fin de reunificación familiar fue denegada por la Dirección General de Migración y Extranjería sin fundamento alguno, pues sólo se dijo que “se deniega en virtud de política migratoria restrictiva imperante”. Se declara con lugar el recurso, por falta de motivación del acto administrativo. En consecuencia se anula las resolución 5047-2006-RRS del  veintinueve de noviembre de dos mil seis  emitida por la Dirección General de Migración y Extranjería, a través de la cual denegó la visa de ingreso a Costa Rica presentada por Sigin Feng (residente permanente en Costa Rica) a favor de su hijo, ambos  nacionales de la República Popular de China. Se ordena a la Subdirectora General de Migración y Extranjería, resolver de nuevo –como en derecho corresponda– la solicitud la visa y residencia permanente y libre de condición que se presentó a favor del amparado, menor de edad cuyo, por motivo de reunificación familiar.  Lo anterior,  dentro del plazo de quince días contado a partir de la notificación de esta sentencia, fundamentando adecuadamente su decisión según se explica en la parte considerativa de este fallo.  El Mag. Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso por razones diferentes. El Magistrado Solano pone nota.  Voto salvado del Magistrado Armijo Sancho: Aunque la anterior sentencia declara con lugar el recurso por falta de fundamentación, conforme al criterio de la mayoría de la Sala y el suscrito igualmente lo declara con lugar, he consignado mi voto como voto salvado porque concurro con la mayoría únicamente en estimar el caso, pero no comparto ni las consideraciones ni los efectos de la sentencia porque mi estimatoria del recurso obedece,  fundamentalmente, al criterio de que, conforme lo ha resuelto la Sala en otros casos similares, la Dirección General de Migración no puede cuestionar la validez de un matrimonio celebrado de conformidad con la legislación nacional, en tanto que no haya sido demostrado en la vía judicial su inexistencia o nulidad, como tampoco puede la demandada desconocer el derecho fundamental al matrimonio y a la unión familiar de los amparados por razones de política migratoria que como tal, no puede estar nunca por encima de los derechos fundamentales reconocidos en nuestro ordenamiento. Agrego que la fundamentación del rechazo del visado es por sí misma suficiente desde un punto de vista meramente formal, dado que su razón está expresada inequívocamente: no se le otorga la visa dada “la política migratoria actualmente imperante” y como resultado de esa política, cualquier fundamentación adicional que se pretenda dar será una especie de ornamentación de lo que la Dirección General de Migración ya ha determinado. Considero que declarar con lugar el recurso dando oportunidad a la administración demandada de fundamentar la denegatoria del visado es convertir el amparo en una mera formalidad que dejará, en definitiva, a los amparados, en igual o peor situación que la que tenían antes de ganar el caso. 

 PENAL

818-07. PRISION PREVENTIVA. PRORROGA EN DEBATE. AUDIENCIA A DEFENSA. Señala el recurrente que en juicio se condenó a la  amparada y en el mismo acto se ordenó la prisión preventiva por seis meses,  posteriormente se dispuso la prórroga de la prisión por el término de tres meses más. Señala que la última resolución se emitió sin conceder audiencia previa a la defensa procesal, lo cual – según el recurrente – violenta los derechos fundamentales del amparo.  Aunado a ello, señala que la causa penal se encuentra pendiente de resolver un recurso de casación ante de la Sala Tercera. Es abundante la línea jurisprudencial que ha establecido que el mero dictado de la sentencia en un proceso penal puede tomarse como causa suficiente para dictar — o prorrogar — la prisión preventiva del imputado. Se citan las sentencias 2130-99 y 3984-00. Se rechaza por el fondo el recurso.  El Magistrado Armijo Sancho, salva el voto y ordena dar curso. VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO ARMIJO: Me separo del criterio de la mayoría de la Sala y ordeno dar curso al amparo, porque considero que cuando el Ministerio Público pide la prórroga de la prisión preventiva del encartado durante el debate, tal trámite debe cumplirse bajo dos condiciones que actualmente se obvian: verbalmente y confiriendo audiencia a la defensa de forma previa a la toma de la decisión sobre la medida cautelar. Esto, en cumplimiento de los principios de rango constitucional que rigen el proceso penal como son el de inmediación, oralidad y contradictorio. Constituyendo el juicio oral y público la etapa del proceso en la que se materializan en toda su plenitud los principios mencionados, solo de forma totalmente excepcional debe ocurrirse a los trámites escritos y ellos no podrán desarrollarse nunca a espaldas de la defensa.      

819-07. PRISION PREVENTIVA. PRORROGA EN DEBATE. AUDIENCIA A DEFENSA. Alega el recurrente que el Tribunal de Juicio de Heredia dictó sentencia condenatoria en contra del amparado y en ese mismo acto se ordenó también una medida de prisión preventiva contra el amparado por seis meses. Añade que, posteriormente, el Tribunal recurrido dispuso la prórroga de la prisión por el término de dos meses y veinte días más, según lo solicitado por la Fiscalía Adjunta de Cartago, resolución que se emitió sin conceder audiencia previa a la defensa procesal. Aunado a ello, señala que la causa penal se encuentra pendiente de resolver un recurso de casación ante de la Sala Tercera. Es abundante la línea jurisprudencial que ha establecido que el mero dictado de la sentencia en un proceso penal puede tomarse como causa suficiente para dictar — o prorrogar — la prisión preventiva del imputado. Se citan las sentencias 2130-99 y 3984-00. Se rechaza por el fondo el recurso.  El Magistrado Armijo Sancho, salva el voto y ordena dar curso. VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO ARMIJO: Me separo del criterio de la mayoría de la Sala y ordeno dar curso al amparo, porque considero que cuando el Ministerio Público pide la prórroga de la prisión preventiva del encartado durante el debate, tal trámite debe cumplirse bajo dos condiciones que actualmente se obvian: verbalmente y confiriendo audiencia a la defensa de forma previa a la toma de la decisión sobre la medida cautelar. Esto, en cumplimiento de los principios de rango constitucional que rigen el proceso penal como son el de inmediación, oralidad y contradictorio. Constituyendo el juicio oral y público la etapa del proceso en la que se materializan en toda su plenitud los principios mencionados, solo de forma totalmente excepcional debe ocurrirse a los trámites escritos y ellos no podrán desarrollarse nunca a espaldas de la defensa.      

00441-07. PRISIÓN PREVENTIVA. Señala el recurrente, acusado por el asesinato de Parmenio Medina, que es arbitraria la medida del Tribunal de Juicio de Heredia de mantenerlo privado de su libertad, pese a que los plazos ordinarios y extraordinarios se encuentran vencidos. Asimismo, acusa que las condiciones del Centro de Atención Institucional en que se encuentra, no satisfacen las exigencias físicas e higiénicas que establecen las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos. Sobre la prisión preventiva, consta que la medida se encuentra debidamente fundamentada y este Tribunal Constitucional se pronunció sobre la privación de libertad en casos como el de estudio. Se cita la sentencia 8979-06. Sobre las condiciones físicas e higiénicas del Centro Penitenciario en donde se encuentra detenido reúne las condiciones físicas e higiénicas que establecen las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos en virtud que no hay sobrepoblación o hacinamiento y que el accionante ha recibido en todo momoento, la atención médica que ha requerido. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Armijo salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS CALZADA MIRANDA Y ARMIJO SANCHO. Redacta el segundo: Salvamos nuestro voto y declaramos con lugar el recurso porque en el caso del amparado se han excedido todos los plazos ordinarios y extraordinarios previstos en los artículos 257 y 258 del Código Procesal Penal para mantener a un imputado en prisión preventiva, conforme lo había resuelto el Tribunal de Casación Penal, que es el competente en el caso para autorizar las prórrogas según lo previsto en el artículo 258 citado; con lo cual, esas normas, que deben aplicarse e interpretarse a favor del imputado, según las normas y principios del Derecho de los Derechos Humanos, se están aplicando e interpretando, por parte del Tribunal de Juicio de Heredia y de la mayoría de la Sala, a favor del ius puniendi del Estado, con quebranto de los derechos reconocidos en los artículos 37 y 39 constitucionales, entre otros y convirtiendo los límites establecidos por el legislador para la aplicación de la prisión preventiva en unos límites meramente ornamentales, que quedan prácticamente al arbitrio de los jueces, en tanto tengan pendiente la celebración de un debate. Por más repugnante o inconveniente para los fines del proceso que pueda parecerles poner en libertad a un imputado y, en especial, al imputado por delitos graves, nos resulta más repugnante aún considerar que a la luz del derecho fundamental a la libertad y al estado de inocencia del imputado puede utilizarse la prisión preventiva como una medida sine die despojada de su carácter cautelar, temporal y excepcional.-

SALUD 

1085-07. NIEGAN SEGURO POR EL ESTADO A EXTRANJERO. Señala el recurrente que el Jefe del Area de Salud de Matina de la Caja Costarricense de Seguro Social  le negó el seguro por el Estado en virtud de su condición de extranjero.  En el presente asunto, el Jefe del Area de Salud de Matina de la Caja Costarricense de Seguro Socia manifiesta bajo juramento que al amparado no se la ha negado la atención médica en virtud de su padecimiento; sin embargo en aplicación a lo dispuesto en el artículo 38 del Manual de Procedimientos de las Unidades de Afiliación y Validación de derechos, que indica que el aseguramiento por cuenta del Estado está dirigido exclusivamente a los costarricenses por nacimiento o naturalizados, que se encuentra en condición de indigencia médica, se procedió a negársele debido  que no cumple con los requisitos exigidos por dicha norma. Sobre el tema se cita la sentencia 1415-99. Siguiendo esa misma línea argumental, el hecho que los extranjeros no son acreedores de un seguro por el Estado, lo anterior no viola los derechos fundamentales del amparado por cuanto tal seguro consiste en un beneficio social, más no un derecho fundamental, por medio del cual el Estado costarricense destina fondos para  que las  personas de muy escasos recursos puedan recibir servicios para la protección de su salud sin el pago directo de su parte en las instalaciones de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo pone nota.  NOTA SEPARADA DEL MAGISTRADO ARMIJO SANCHO: Pese a que concurro con la posición de la mayoría, en el sentido de que en la especie se configuró la infracción del derecho a la salud del actor, y, por ello, debe estimarse el amparo, considero que el caso involucra también una cuestión de isonomía, en la medida en que se establece una diferencia en razón del origen nacional, respecto de un derecho fundamental que se ha considerado básico, como es la salud, existiendo prueba de que el recurrente requiere de cuidados médicos en razón de un padecimiento grave. En muy diversos campos, la jurisprudencia de la Sala ha reconocido la igualdad de derechos que la misma Constitución propugna (artículo 19) entre nacionales y extranjeros: anuló, entre otros, el requisito de la nacionalidad costarricense para ejercer el notariado (sentencia #2093-93, del 19 de mayo de 1993), el impedimento para que un extranjero explote los medios de difusión y las agencias de publicidad (sentencia #5965-94, del 11 de octubre de 1994), la exclusión de los extranjeros para participar como comerciantes del Depósito Comercial de Golfito (sentencia #319-95, del 17 de enero de 1995), las restricciones impuestas a extranjeros para ejercer actividades aeronáuticas (sentencia #1059-95, del 22 de febrero de 1995), la restricción al acceso de extranjeros a los colegios científicos (sentencia #2570-97, del 13 de mayo de 1997), la prohibición de radiodifundir anuncios grabados o doblados por locutores extranjeros (sentencia #5526-98, del 31 de julio de 1998), las restricciones para contratar mano de obra extranjera (sentencia #616-99 de las 10:00 horas del 29 de enero de 1999) y el impedimento para formar parte de una asociación (sentencia #2005-05907 de las 14:59 hrs. del 18 de mayo del 2005). Cabe recordar que, según el razonamiento que se ha aplicado en las sentencias citadas, en el tema de la vigencia de los derechos fundamentales para los extranjeros, la regla es la igualdad con los nacionales, salvo las restricciones que universalmente se han admitido respecto de los derechos políticos. Si bien en las decisiones #1415-99 de las 9:00 horas del 26 de febrero de 1999 y #2000-8863 de las 14:32 horas del 11 de octubre de 2000 se consideró que el artículo 2° de la Ley #5662 no era inconstitucional, eso fue en el contexto de la definición de políticas públicas de subsidio para personas con necesidades económicas especiales. La llana extrapolación del mismo razonamiento al campo del derecho a la salud es inadmisible, cuando se trata de la atención de casos en los que la integridad del paciente está seriamente comprometida. Es más, la sentencia #1415-99 ex profeso excluye el derecho a la salud de aquellos respecto de los cuales cabe hacer diferencias. La sentencia indicada partió de que el bono para la vivienda –tema que suscitó la interposición de la acción de inconstitucionalidad– no constituía, en sí mismo, un derecho fundamental, sino un acto de liberalidad del Estado, resultando válidas las restricciones que para su acceso se impusieron, en razón de la nacionalidad. Igual exclusión del derecho a la salud se había hecho por sentencia #1440-92.  A mi juicio, la importancia de la tutela de casos como el del recurrente se repite en esos tres elementos (toda persona, todos los individuos sujetos a la jurisdicción del Estado y perteneciente a grupos de riesgo por condiciones de pobreza). Por las anteriores razones, considero que el amparo también debe estimarse por ser discriminatoria la determinación de la Caja Costarricense de Seguro Social de excluir del seguro a cargo del Estado a los indigentes extranjeros. 

